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Saludo

Buenas tardes, estimado Presidente del Grupo de Trabajo, representantes de los Estados miembros, representantes de pueblos indígenas, expertos invitados. En primer lugar quiero expresarle al Presidente del Grupo de Trabajo, el Embajador Eduardo Ferrrero Costa, mis agradecimientos por haberme invitado a participar en esta sesión sobre la Sección Quinta del Proyecto de Declaración con especial énfasis en las “Formas tradicionales de propiedad y supervivencia cultural, derecho a tierras y territorios”. Mi exposición pretende presentar una visión panorámica sobre los cambios en las Constituciones latinoamericanas respecto de los pueblos indígenas, especialmente sus derechos sobre tierras y territorios.
I. Derechos colectivos en América Latina —¿novedad o tradición?
/
“Pocas son las constituciones de América Latina que hacen referencia a sus poblaciones indígenas, y en todo caso estas referencias son recientes”, concluye, Rodolfo Stavenhagen, hace casi 15 años, en un extenso análisis sobre los derechos de estos grupos (Stavenhagen et al., 1988: 47). —Actualmente, esta situación se ha invertido: Son apenas seis constituciones de 21 que omiten el tema. Desde mediados de la década de los ochenta, América Latina ha experimentado grandes cambios constitucionales. Esta tendencia reconstituyente se relaciona, en casos, con el regreso de las instituciones democráticas después de largos años de dictadura o guerra civil (como, por ejemplo en Argentina, Brasil y Guatemala) o con un proceso general de ampliación de la participación política. Al mismo tiempo, los múltiples y dispersos grupos de amerindios se han organizado a niveles cada vez más amplios, reivindicando su cultura, su territorio, sus instituciones y su derecho a participar —más allá de los reclamos locales y la desobediencia civil pasiva que estas comunidades han practicado desde hace más de 500 años. Al “renacimiento” de la consciencia india se suma, además, un proceso de modernización general de los países latinoamericanos, reflejo de transformaciones socio-económicas: "Por ende, las reformas al Estado, simultáneamente responden a las demandas de democratización —que incluyen el reconocimiento del pluriculturalismo y la multietnicidad— y a los requerimientos del ajuste [económico]" (Assies et al., 2000: 108).

El estudio del tratamiento legal en conjunto y de la visión que han guardado los legisladores latinoamericanos sobre la población india desde la Independencia es una tarea pendiente, aunque, afortunadamente, cada vez aparecen más investigaciones sobres casos nacionales y épocas específicas. Los pueblos indígenas se mencionan en las legislaciones latinoamericanas desde los inicios de la formación de los Estados. En Argentina, por ejemplo, la legislación indigenista ha sido amplia, e incluye versiones traducidas de algunas disposiciones al guaraní, quichua y aimará —como el Decreto 436 de 1811 que libera a los indígenas del tributo y suprime la mita
/ y la encomienda. Esta evocación de los habitantes originarios, sin embargo, no corresponde a una política indigenista coherente, sino que resulta ser o bien circunstancial o bien decididamente liberal e individualizante.

Uno de los antecedentes más cercanos de una verdadera política de respeto y reconocimiento de las colectividades es la Constitución peruana de 1920 que indicaba en su artículo 58: "El Estado protegerá a la raza indígena y dictará leyes especiales para su desarrollo y cultura en armonía con sus necesidades. La Nación reconoce la existencia legal de las comunidades de indígenas." El estatuto de autonomía de los “pueblos étnicos” kunas en Panamá de 1925 también marca un reto importante en el constitucionalismo latinoamericano. La Carta Magna de Guatemala de 1945 es otro punto de referencia en la historia de los derechos de los pueblos originarios. Por otra parte, no sería erróneo incluir la Carta mexicana de 1917 como constitución indigenista. Sin embargo, es importante subrayar que en el documento original de Querétaro de 1917, que marca el inicio del liberalismo social en el mundo, no aparece el término “indígena”, sino palabras relacionadas con ellos, como “condueñazgos, rancherías, pueblos, congregaciones, tribus y demás corporaciones de población” (art. 27, VI).
Son numerosos los antecedentes de la doctrina jurídica en defensa de la inserción de derechos indígenas: El jurista Lucio Mendieta y Núñez, por ejemplo, plantea en 1933 la conveniencia de dictar una legislación protectora de las minorías: 

El indio debe convivir con el criollo y el mestizo sin que se establezcan diferencias legales denigrantes, pero la ley debe asignarle ciertas ventajas para que esa convivencia pueda desenvolverse en igualdad de condiciones (citado en Lerner, 1991: 815). 

El destacado jurista chileno Alejandro Lipschutz, por otra parte, pronostica en 1968 que:

...la constitución legal de los núcleos autónomos en el marco de la nación, ligada forzosamente a una reforma de la constitución nacional, todo eso constituye pasos de gran responsabilidad, pero pasos inevitables”(Lipschutz, 1968: 976). 

Finalmente, a lo largo de este siglo los mismos indígenas han expresado su deseo de obtener una mayor independencia frente a la injerencia de los Estados nacionales. Este fue el caso de los pueblos del istmo de Tehuantepec en México, que reivindicaron en 1917 la creación de una entidad administrativa conforme a su configuración étnica (Díaz Polanco, 1991: 220-223).

II. El emergente modelo multicultural regional

¿Cuándo y cómo aparece el nuevo constitucionalismo latinoamericano de la década de los ochenta del siglo pasado? ¿Cuál es su especificidad?

El multiculturalismo constitucional se difunde a partir de la Constitución guatemalteca en 1988 —un año antes de la presentación del Convenio 169 de la Organización Internacional de Trabajo (OIT). Es un primer intento de dar un marco legal de contención a los problemas más agudos que se presentan a los pueblos amerindios en Guatemala —a partir de cierta protección de su colectividad, cultura y sus tierras:

Los indígenas de Guatemala figuran entre los más pobres de los pobres. Muestran los niveles de educación más bajos, el menor acceso a los servicios de salud, el menor acceso a los servicios básicos como agua y saneamiento, y sus niveles de ingreso son la mitad de los de los no indígenas. La mayor parte de los indígenas trabaja en el sector agrícola, en el que los salarios son inferiores a los de cualquier otro sector con la excepción de los servicios personales. En general, los salarios indígenas alcanzan en promedio a sólo 55 por ciento de los salarios no indígenas (Steele, 1999: 138).
Esta Carta constitucional va anunciando y trazando líneas básicas que serán retomadas en otras legislaciones regionales, destacándose algunos elementos:

· El precepto del "derecho de personas y de las comunidades a su identidad cultural" (art. 58) posteriormente se transformará en la nación multiétnica y pluricultural y un amplio espectro de reconocimientos de las organizaciones originarias, sus usos, costumbres, creencias, lenguas, sistema educativo bilingüe e intercultural y la jurisdicción propia.

· Las tierras de las comunidades indígenas gozan de especial protección del Estado (art. 67). La fórmula actualmente más utilizado en este contexto otorga mayor seguridad jurídica: Las tierras de grupos étnicos y sus territorios —según el nuevo modelo constitucional —son inalienables, imprescriptibles e inembargables.

· "El Estado proveerá de tierras estatales a las comunidades indígenas" (art. 68) —varias Constituciones posteriores retoman esta noción de ampliar las tierras, sea a través de una reforma agraria (Brasil, art. 184), el fomento del acceso a la propiedad de todos los trabajadores agrarios (Colombia, art. 64), o directamente referido a los indígenas (Ecuador, art. 84, 3).

· Un tema de mayor trascendencia es la definición de los amerindios como descendentes de grupos que anteceden a la formación del Estado, porque este reconocimiento —que en la Carta guatemalteca está implícito en formulaciones como “grupos indígenas de ascendencia maya” (art. 66) y “tierras que históricamente les pertenecen” (art. 67) —es un punto de partida de inestimable valor para justificar la aceptación de un pluralismo jurídico, un régimen autonómico y la recuperación de tierras.
En 1987 el Gobierno de los Sandinistas en Nicaragua, asesorado por destacados antropólogos, encuentra una nueva fórmula constitucional para la población indígena en la Costa Atlántica. El establecimiento de gobiernos pluriétnicos, desde entonces es referencia común en la discusión sobre autonomías y autogestión local. El Brasil establece en 1988 una de las definiciones más amplias de territorialidad indígena, como veremos más adelante. En 1991 Colombia amplía aún más el espectro de experiencias multiculturales: Los territorios indígenas pueden ser entidades territoriales como unidades político-administrativas. Además establece mecanismos de representación indígena en el parlamento e instaura una tradición de práctica del derecho consuetudinario. Un año después, en 1992, México modifica su Carta Magna —la histórica Constitución de Querétaro de 1917— en función de un reconocimiento de la "composición multicultural" y la protección de la integridad de las tierras de los grupos indígenas. En 2001 se aprueba además otra reforma constitucional, la que el Congreso Nacional Indigenista consideró insuficiente. Paraguay sigue los pasos de la efervescencia multicultural en 1992, haciendo mención de casi todos los preceptos ya existentes. Durante la época del presidente Alberto Fujimori en Perú una Asamblea Constituyente elabora la Carta de 1993, que aunque avanza en temas de reconocimiento cultural (derecho a la identidad, educación, y derecho consuetudinario), permite la enajenación —es decir la transmisión de la propiedad a terceros. En 1995 Bolivia asume su origen multiétnico y pluricultural y enmarca el espacio de hábitat de los indígenas en las Tierras Comunitarias de Origen. Argentina delega en 1994 al Congreso velar sobre la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas y de la propiedad comunitaria. Ecuador propone en 1998 un esquema más extenso (superando la anterior Carta del 1996), con un enfoque ambientalista, de genéro y elementos inusitados como el reconocimiento del trueque y un refrán tomado del derecho quichua. Venezuela, finalmente, en 1999 concluye la avalancha de evocación multicultural —aunque no se puede descartar más cambios en los demás países (cf. Cuadro 1: La difusión del multiculturalismo en América Latina desde 1986). Guatemala, por el momento, se ha cerrado a esta opción: Un referéndum de 1999 sobre un Proyecto de Reformas a la Constitución no encontró suficientes votos para su aprobación.
En conclusión, la generación de esta serie de derechos constitucionales a escala continental es muy diferente a los reconocimientos puntuales que la antecedieron. Estas constituciones se distinguen por la mayor participación de las organizaciones indígenas en las Asambleas Constituyentes, una terminología sociológica moderna y una mayor amplitud y coherencia. Actualmente existe todo un cuerpo latinoamericano de leyes supremas que conciben la población indígena colectivamente como protagonistas de su destino —sujetos y no objetos de derechos— y que produjeron un constitucionalismo multicultural con un alcance latinoamericano:

El reconocimiento constitucional de la configuración multiétnica y pluricultural de sus poblaciones por parte de una serie de estados Latinoamericanos, reforzado por las ratificaciones del Convenio 169 de la OIT, constituye un notable rompimiento simbólico con el pasado. Ha sido sugerido que tal vez podemos hablar de un “emergente modelo multicultural regional” (Assies, et al., 2000: 106).


Paralelamente a la proliferación de los derechos indígenas constitucionales, en América Latina se registró en las últimas dos décadas un auge de la legislación secundaria en la materia. El caso de Bolivia que actualmente tiene un listado de 26 leyes y decretos en la materia (cf. Cuadro 3) —que van desde la ley de medio ambiente en 1992 hasta la Ley del Diálogo en 2001. Muchas veces es en el ámbito de la reglamentación donde la fuerza de los postulados constitucionales se diluyen en procedimientos y malas prácticas. Un ejemplo de esta reducción es la figura de los Distritos Municipales indígenas en Bolivia, cuyas prioridades de desarrollo, y por ende los presupuestos asignados para estos fines, quedaron fuertemente subordinadas a la buena voluntad del gobierno municipal (cf. Barié 2001: 35).
III. ¿Cómo evaluar textos legales en materia indígena?

En cuanto al análisis hemos propuesto un esquema de registro que divide los derechos indígenas en cuatro categorías —datos generales, derechos culturales, derechos territoriales y derechos de autogestión— y 26 subcategorías (cfr. Cuadro 2). Aunque esta división puede resultar funcional en el análisis, cabe subrayar que esta herramienta solamente registra derechos explícitos y no puede dar cuenta de la profundidad o la eficacia de estas garantías.

La primera sección presenta datos generales: año de promulgación, forma de gobierno, señalamiento de los artículos que se refieren a la cuestión, la importancia demográfica de la población indígena y los conceptos utilizados para referirse a los indígenas dan una primera impresión de cada una de las constituciones analizadas. También señalamos, en su caso, la ratificación de los convenios 107 y 169.

El grupo de los derechos culturales se fundamenta en el reconocimiento de la existencia de identidades étnicas múltiples en el seno del Estado-nación. De este concepto, que tiene un carácter declarativo, se derivan los demás derechos culturales, como la oficialización de los idiomas minoritarios y la educación bilingüe e intercultural.

El capítulo de los derechos territoriales gira alrededor de la protección y el aprovechamiento de las tierras comunales. Los conceptos más valiosos en este contexto son la prohibición de venta y la participación de los indígenas en la explotación de los recursos naturales que se encuentran en su hábitat. 

Los derechos de autogestión definen al grado de autonomía del que gozan las comunidades en sus decisiones internas. El derecho consuetudinario, en este sentido, es una expresión fundamental del control sobre el orden social propio. Otra categoría importante se centra en los mecanismos de participación en las instituciones de la sociedad global: la representación en la asamblea legislativa o la inclusión en la gestión de los organismos indigenistas son formas de asegurar el engranaje de la autonomía entre comunidad y Estado.

La colaboración de los amerindios en la elaboración de la legislación indigenista es un criterio importante de evaluación. La diferencia entre leyes proteccionistas (por ejemplo, en la Constitución peruana de 1920) y una verdadera Carta pluricultural consiste precisamente en este elemento participativo, porque aun los legisladores más comprometidos no pueden decidir sobre las necesidades de grupos nacionales cuyas costumbres les suelen ser ajenas. La presencia de los indígenas en las Asambleas Constituyentes, por otra parte, también sensibiliza la opinión pública acerca de la temática.

III. Los tres tipos de reconocimiento constitucional

En función de los criterios expuestos, proponemos la diferenciación de tres grupos de constituciones en los 21 países que se encuentran al sur del río Bravo —incluyendo Guayana Francesa (que por ser Departamento de Ultramar se rige por la Constitución Francesa). Cabe adelantar que no existe una relación mecánica o automática entre articulado indigenista constitucional y la situación de los derechos humanos. Panamá, por ejemplo, país que mantiene un lenguaje anticuado en su Constitución de 1972 (con varias reformas posteriores) habla de "tradiciones folclóricas", de métodos de "cambio cultural" en la política agraria y mantiene cierta visión asistencialista. Sin embargo otorga a las Comarcas de Kuna (incluso, por las leyes recientes núm. 34 de y 20 de 2000) una legislación con elementos de soberanía política mayores que en algunas constituciones adelantadas. 

El primer grupo comprende 6 Cartas fundamentales que soslayan la problemática: Belice, Costa Rica, Chile, Guayana Francesa (como Departamento francés de ultramar), Surinam y Uruguay. En Belice hay indicios de un cambio en la concepción de la temática: En octubre de 2000 el Gobierno firmó un acuerdo con los mayas sobre derechos de tierra. Costa Rica tiene un cuerpo de legislación secundaria importante sobre el tema. En Chile el vacío legal en materia indígena se relacionó históricamente con la larga usurpación del poder político por los militares que pretendieron forzar la transformación de los indígenas en agricultores. En Belice, Costa Rica, Guayana Francesa y Surinam la legislación indigenista, históricamente, se orientó en la tradición angloamericana de derechos territoriales en el ámbito de leyes especiales (reservas). La conformación nacional de estos tres últimos países es reciente y se caracteriza por una alta complejidad étnica. El peso demográfico de los indios, por otra parte, no es insignificante en estas regiones —naturalmente, con excepción del Uruguay, donde no hay población indígena. 

Los tres países de la segunda sección hacen alguna referencia a la cuestión, pero de forma inconclusa y superflua. Las Cartas fundamentales de El Salvador, Guyana, Honduras se redactaron (o se reformaron substancialmente) al comienzo de los años ochenta, cuando el paradigma integracionista en las ciencias sociales todavía no estaba totalmente superado. Las constituciones de los dos países centroamericanos de este grupo (El Salvador y Honduras) se dieron en un contexto nacional e internacional de guerrillas y guerras civiles; las garantías indigenistas establecidas se limitan en estos dos casos a un cierto proteccionismo y el respeto genérico de la cultura autóctona. Guyana, en cambio, contiene derechos territoriales en su Carta Magna y remite a un reglamento especial (Amerindian Act) —dos características que nos recuerdan la tradición legal angloamericana. 

Los 12 países del tercer conjunto (Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, Guatemala, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Venezuela) representan “la vanguardia” de derechos indígenas constitucionales en América Latina. Todos, de una u otra manera, aceptan y protegen la identidad étnica de sus minorías como componente de la nacionalidad. Diez de las Cartas Magnas en cuestión, incluso, reconocen el carácter ancestral de las comunidades, es decir, la precedencia de los pueblos con respecto al Estado. Excepto Panamá, que constituye un caso aparte, ya que en este país centroamericano la reivindicación étnica tiene un gran arraigo histórico, el multiculturalismo constitucional se va difundiendo rápidamente en América Latina a partir de las constituciones de Guatemala (1986) y de Nicaragua (1987) (cfr. cuadro 1). Desde entonces, como hemos visto, las Cartas de Brasil, Colombia, México, Paraguay, Perú, Bolivia, Argentina, Ecuador y Venezuela recogen y complementan, sucesivamente, estas experiencias, creando variaciones idiosincrásicas del postulado multicultural. 

IV. Comparación de constituciones avanzadas en materia de territorio (Brasil, Colombia, Ecuador, Venezuela)

Brasil
La Constitución brasileña de 1988 marca un considerable salto comparativo para el derecho de los pueblos indígenas de América Latina. Algunos comentarios sueltos que encontramos en la bibliografía especializada dan cuenta del gran renombre que adquirió esta Carta Magna en los primeros años de su vigencia:

Una novedosa orientación hacia el respeto de la identidad…; …una de las constituciones más comprometidas…; una legislación visionaria…; …la plasmación de conquistas fundamentales…; …la reversión jurídica de una historia de despojos…; …un gran avance relativo…. ; una juridicidad renovada que actúa como vanguardia…

Evidentemente, este documento le dedica un capítulo entero a la población originaria del Brasil (capítulo VIII De los Indios), en el cual se fijan amplio derechos sobre el uso del suelo y subsuelo, las competencias estatales y los usos y costumbres. Los fundamentos mismos del pacto nacional resultan afectados. Brasil, el Estado latinoamericano que desde la fundación del Servicio de Protección al Indio (SPI) en 1910 más ha legislado sobre los pueblos indoamericanos en Latinoamérica, con la Constitución Federal abandona por primera vez el asimilacionismo y la integración forzada de la población indígena. A la amplitud de los derechos minoritarios se suma, además, una participación activa de los pueblos indio-brasileños durante el proceso de redacción. El viraje en la política indigenista se fundamenta en tres pilares:

1. Con la derogación del tutelaje, una institución colonial, que impedía la actuación de los indígenas como partes legales (contenida en el Estatuto del Indio de 1973), los grupos indígenas recuperan la ciudadanía plena, y pueden "actuar en juicio en defensa de sus derechos e intereses" (art. 232), interviniendo también el Ministerio Público que defiende judicialmente sus derechos (art. 129, V; 232).

2. El Estado reconoce las "manifestaciones de las culturas indígenas y afrobrasileñas" (art. 215, 1) y les garantiza a las comunidades indígenas la enseñanza en "lengua materna y métodos propios" (art. 210, 2) y “su organización social, costumbres, lenguas, creencias" (art. 231). Aunque Brasil no se asume plenamente como país multicultural y pluriétnico, que es la referencia más común en Latinoamérica, les otorga cierta autonomía cultural a los pueblos indígenas. Los legisladores brasileños conciben la nación constituida por varias "manifestaciones culturales" —el "proceso de civilización nacional" (art. 215,1) apunta a un multiculturalismo de bajo perfil.

3. Los derechos territoriales que garantiza la Carta Magna son avanzados: Al mencionar los "derechos originarios sobre las tierras que tradicionalmente ocupan" (art. 231), las garantías de posesión se enraízan en la historia, incluso antes de la formación de la República Federativa del Brasil —aunque al respecto existen diferentes interpretaciones. A esto se añade el derecho de usufructo de las riquezas del suelo, de los ríos y de los lagos existentes (art. 231, 2). Con fines de la demarcación, la Constitución aporta una definición muy precisa de tierra tradicionalmente ocupada: Por una parte deben ser áreas “permanentemente habitadas”. Es decir, comprende principalmente sus aldeas o comunidades. En segundo plano, el artículo 231, 1 se refiere al espacio necesario para “la actividad productiva”, como la agricultura o la caza. El tercer elemento garantiza la superficie necesaria para “preservar sus recursos ambientales necesarios”. En este concepto entra el territorio de reproducción de aquella fauna y flora que forma parte de la dieta cotidiana. El artículo garantiza, además, las tierras necesarias para su reproducción física y cultural. Estos cuatro círculos concéntricos de las posesiones indígenas remiten al concepto de hábitat, discutido ampliamente en la antropología brasileña. Una vez definidos estos espacios de reproducción cultural, se procede a asegurar su conservación: Son tierras inalienables e indisponibles y los derechos sobre ellos son imprescriptibles (art. 231, 4) — aunque formalmente constituyen bienes de la Unión (art. 20, XI, 1). Su ocupación o la explotación de las riquezas naturales en ellas es ilegal - excepto en el caso de relevante interés público de la Unión (art. 231, 6). Salvo con autorización del Congreso Nacional, los grupos indígenas no pueden ser trasladados, ni tampoco se deben extraer riquezas minerales o recursos hidráulicos (art. 231,5). La política de fomento a la búsqueda de minerales y concesión de extracción no se aplica para las tierras indígenas (231,7). 

¿Qué evaluación se merece esta Constitución 14 años después de su ratificación? Los legisladores brasileños no rompieron radicalmente con la larga tradición jurídica, sino adecuaron figuras jurídicas de la Colonia y el Imperio en conceptos modernos: El tutelaje paternalista se transformó en un amparo legal por el Ministerio Público. Los "derechos primarios de los naturales sobre sus tierras", contenidos en una orden real de 1680, en el siglo XX se rescatan como "como tierras tradicionalmente ocupadas". 


La Carta brasileña es un instrumento valioso, el enfoque que presenta del tema indígena es pragmático, porque apunta principalmente a la protección eficaz de su hábitat — no propone la refundación de la nación en muchas nacionalidades (como la Carta Magna venezolana en su Preámbulo), sino que confina la temática al capítulo XIII de los indios. Así se entiende la ausencia de elementos de autogestión y representación nacional para los indígenas, como proponen las constituciones de Colombia, Ecuador y Venezuela. Brasil recientemente ha ratificado el Convenio 169 de la OIT (25/07/2002) –lo que probablemente puede conducir a una mayor profundización de estos elementos a nivel legislativo.

Cabe destacarse tres resultados positivos que ha dejado la constitución de 1988:

1. Por primera vez desde hace siglos, la población indígena brasileña ha comenzado a recuperarse demográficamente. Así lo afirma Nilmário Miranda, ex-presidente de la Comisión de los Derechos Humanos de la Cámara: “Hoy existen 311 mil indígenas en el Brasil, cifra que comprueba que hubo un crecimiento de esta población; esto es un resultado muy positivo de los derechos indígenas garantizados por la Constitución de 1988” (en sin autor, 1996, cf. cuadro 6). Todavía en los años setenta los demógrafos pronosticaban la pronta desaparición de la población indígena. Aunque este nuevo dato positivo se explica también por una serie de circunstancias concomitantes —como la mejor atención médica, la movilización de los indígenas y la presión internacional—, no cabe duda alguna de que la nueva Constitución —como nuevo espacio conquistado por los indígenas— ha aliviado su situación. No obstante, los indios brasileños todavía viven en promedio 22 años menos que el resto de la población. Según el Instituto Socioambiental (2002) actualmente existen 218 pueblos indígenas en el Brasil que suman cerca de 350 mil personas, lo que corresponde aproximadamente a 0,2 por ciento de la población total. 

2. En comparación a épocas anteriores, la demarcación de territorios indígenas ha avanzado considerablemente: Desde la aprobación del Estatuto del Indio en 1973 y 1987 casi cinco millones de hectáreas fueron homologadas (aprobadas por un decreto presidencial) — sólo en dos años, entre 1990 y 1992 (y con la presión de la inminente Cumbre de la Tierra de por medio), el presidente Fernando Collor revalidó  58 Tierras Indígenas con una superficie de 25 794 263 hectáreas. Actualmente existen 589 Tierras Indígenas, de las cuales 61 por ciento están en trámite de titulación.

3. El incremento de la jurisprudencia sobre derechos indígenas es otro fenómeno que indica una mayor presencia y participación de los indio-brasileños. Desde que estos grupos recuperaron su derecho constitucional de actuar legalmente (siempre con la intervención del Ministerio Público), las demandas legales por tierras van en aumento: "La cuestión indígena ya no es una excepción en la rutina de los jueces y tribunales. En la Justicia Federal de Primera Instancia en los Estados como, Pará, Mato Grosso, Mato Grosso do Sul y en el Distrito Federal llega a ser una constante", indica un estudio del Instituto Socioambiental (2002). Aunque algunas sentencias fueron cuestionadas por los afectados y expertos en legislación indígena, numerosos fallos —como el reciente caso sobre la indemnización del pueblo Panará por daños sufridos por desplazamiento en 2000— ciertamente han consolidado los derechos territoriales.

Con todos los avances que señalamos cabe indicar algunos puntos débiles de esta legislación:

· Por un lado, la demarcación es un trámite legal costoso y lento. En este proceso se juegan además factores como los poderes locales, la eficacia de instancias burocráticas, la voluntad política del Gobierno nacional. 
· En enero de 1996 Nelson Jobim, ministro de Justicia del gobierno de Fernando Cardoso, introdujo a través del Decreto 1775 el derecho de contradicción en el proceso de demarcación de las tierras indígenas. El ministro justificaba esta modificación de un decreto anterior (núm. 22 de 1991) con el argumento jurídico del derecho a la contradicción en todos los procesos judiciales y administrativos (establecido en el artículo 5, LIV y LV de la Constitución vigente). Esta disposición dificulta y alarga los trámites de legalización —incluso ha sido criticada por instancias internacionales como el Parlamento Europeo.

· Preferencia para la Amazonía: La cuenca amazónica, que pertenece en un 70 por ciento a Brasil, es una de las regiones más apreciadas del mundo por sus yacimientos (hierro, manganeso, bauxita, estaño, oro, uranio, carbón, cal, sal, petróleo), así como por sus grandes recursos energéticos y forestales. Los cálculos globales sobre la flora del mundo colocan a Brasil con 55 mil especies en un lugar sobresaliente. Considerando esta situación, los siete países más industrializados (G-7) crearon en 1990 en Houston (Texas) un fondo para la protección de la fauna y flora amazónica, llamado Protección de los Bosques Tropicales de Brasil-PPG7. Por primera vez presionan todos los gobiernos de las naciones más ricas del mundo (en coordinación con el Banco Mundial) sobre la política ecológica de un país en vías de desarrollo: El ambicioso Proyecto Integrado de Protección a las Poblaciones y Tierras Indígenas de la Amazonia Legal (PPTAL) que forma parte del PPG7 ha impulsado en coordinación con FUNAI (Fundación Nacional del Indio) la demarcación participativa de tierras indígenas. Pese a estos avances, algunos autores llaman la atención sobre la preferencia de la Amazonia en detrimento de otras zonas: "Ello ha significado dejar pendiente el desarrollo del proceso demarcatorio en las otras regiones del país, en especial en el litoral, donde la situación de las tierras indígenas es muy compleja. En efecto, en el caso de las regiones Nordeste, Sudeste, Sur y Centro-Oeste no amazónico, buena parte de la población indígena vive el drama de la ocupación por no indígenas de sus tierras originarias" (Aylwin, 2001: s.p).

· Las tierras ya demarcadas continúan siendo invadidas, señalan informes recientes. El caso de los yanomami, un grupo que vive en la región limítrofe entre Brasil y Venezuela y que desde hace décadas ha logrado captar el interés de la opinión pública internacional, es ilustrativo al respecto: "Incluso después de la demarcación de los territorios de los Yanomami, el Gobierno de Brasil no ha destinado los recursos necesarios para prevenir la invasión ilegal de miles de mineros de oro. Recientemente, ellos han sido responsables, en parte, de quemas improcedentes que se expandieron en el territorio Yanomami, destruyendo vastas áreas de bosques y cultivos para alimentación" (Daes, 2001: 55, traducción por el autor).

· Ya desde 1988, algunos analistas indicaron que el peligro del desequilibrio institucional a favor de los militares, reflejado en artículos (por ejemplo, el art.142) que legitiman la intervención de las Fuerzas Armadas (Zaverucha, 1997: 24-25). Los asuntos relacionados con la seguridad nacional, como las fronteras y el prestigio de las instituciones son de su competencia. En este contexto recientemente diferentes instituciones no-gubernamentales criticaron un decreto (núm. 4412, de octubre 2002) que les deja a las fuerzas armadas un amplio margen de actuación en tierras indígenas, sin indicar reglas de conducta y convivencia.

La experiencia constitucional brasileña sirve de punto de comparación para otros países latinoamericanos. Veremos ahora brevemente cómo integran Colombia, Ecuador y Venezuela la temática indígena en sus constituciones. Este relato analítico, por causas de tiempo y espacio, será muy comprimido.

Colombia

Hace algunos años, el reconocido constitucionalista mexicano Ignacio Burgoa Orihuela expresó en una entrevista su rechazo a la propuesta de autonomías indígenas:

La heterogeneidad de los pueblos indígenas es una circunstancia innegable; hasta ahora no ha quebrantado la unidad del pueblo mexicano gracias al orden jurídico del país, principalmente a la Constitución de la República. Esa unidad desaparecería si se dejara a cada pueblo indígena manejarse por sí mismo dentro de un orden normativo de diverso contenido… desligándose del Estado de derecho global de México (citado en Morales, 1994: 14).
El caso de Colombia parece refutar esta hipótesis —país en el que viven 80 grupos étnicos dispersos en todos los 32 departamentos. Con 701.860 habitantes ocupan alrededor de 24 por ciento del territorio nacional y hablan más de 64 idiomas y 300 formas dialectales. La nueva Constitución de 1991 otorga vastos derechos de autonomía a sus minorías étnicas las que, por otra parte, tienen una gran presencia demográfica en algunas áreas (especialmente en aquellas de selva tropical húmeda), aunque a escala nacional solamente constituyen el dos por ciento de la población total. 

Ahora bien, ¿en qué consisten estos derechos que comprometen la soberanía de Colombia? Es un cuerpo de leyes que comprende casi 40 artículos constitucionales (¡En Argentina es una fracción!), y que garantiza principalmente tres tipos de derechos: en primer término, los derechos culturales que consisten en el reconocimiento de la multietnicidad, la multiculturalidad, el multilingüismo y la educación bilingüe e intercultural (arts. 7; 10; 68; 70). Al tiempo que el Estado colombiano reconoce las fuentes múltiples de la identidad nacional, deja de ejercer oficialmente la religión católica. Este punto es importante porque, históricamente, las comunidades indígenas —desde una ley de 1890 (núm. 1890)— estuvieron bajo tutela oficial de la Santa Sede. 

En cuanto a los derechos territoriales, el Estado reconoce la propiedad comunitaria (art. 58), la declara inalienable, imprescriptible e inembargable (art. 63) y les garantiza a los grupos indígenas el derecho a ser consultado sobre la explotación de los recursos naturales en sus áreas (art. 330, parágrafo). Es en el aspecto de la autogestión donde más avanzaron los legisladores colombianas, ya que se reconocen los territorios indígenas como entidades territoriales con las mismas funciones y competencias que tienen las demás unidades político-administrativas (Título XI, capítulo 4 “Del régimen especial”). Con esta medida —que implica además la reservación de dos escaños para los indígenas en el Senado (art. 171)— Colombia se coloca en la vanguardia de los derechos autonómicos en América Latina. La Carta Magna también acepta el ejercicio de funciones jurisdiccionales dentro del ámbito territorial. "La ley establecerá las formas de coordinación de esta jurisdicción especial con el sistema jurídico nacional", reza el artículo 246 —a falta de esta ley reglamentaria la Corte Constitucional ha comenzado a sentar una amplia jurisprudencia en temas indígenas: 

Considerando que la supervivencia cultural de los pueblos indígenas depende de las garantías para su autogobierno la Corte desarrolló una jurisprudencia en la cual se busca maximizar la autonomía de los pueblos indígenas. Uno de los asuntos más controvertidos en el debate acerca de los derechos indígenas es la relación entre derechos colectivos por un lado y los derechos individuales y humanos por el otro (Assies y Guillén, cop.: 2001: 3).

Los expertos en la temática coinciden en la enorme aportación de la Carta de 1991 a la causa de los amerindios colombianos: “…en término generales se puede sostener que la carencia de tierras ha dejado de ser uno de los problemas fundamentales para muchos grupos indígenas” (Pineda Camacho, 1997: 114). 

La Constitución como tal pocas veces ha sido cuestionada por el movimiento indígena; la falta de mención de los derechos intelectuales de los indígenas —una carencia que ya se encuentra en el Convenio 169 (ratificado por Colombia en 1991)— se menciona como uno de sus desperfectos más graves. Las críticas más comunes giran alrededor de la ambigüedad de las políticas del Estado —que ha consistido, por ejemplo, en la continuación de sus grandes proyectos desarrollistas o en permitir exploraciones de petróleo, como en la zona andina de los U´wa—, las dificultades de la justicia nacional para aceptar la jurisdicción indígena y la “sobresaturación de los espacios oficiales disponibles”, es decir, el paso acelerado de los representantes indígenas de la marginación a la participación plena en órganos estatales. Por otra parte, el legislativo ha perdido credibilidad, al dilatar los proyectos de reglamentación de esta Constitución. Los progresos no se han hecho esperar, por ejemplo en el aspecto de la revitalización de los idiomas indígenas, el establecimiento de nuevos territorios (que fortalecen la organización comunitaria), la transferencia de recursos y un cambio de percepción de los indígenas en la opinión pública —de “tutelados” a guardianes cuidadosos del patrimonio natural.

Con todo, a más de 10 años de vigencia algunas organizaciones indígenas y expertos se han mostrado desilusinados por la lentitud de los avances:

Este marco de derechos formales dista mucho de ser una realidad para las comunidades en lo que a calidad de vida se refiere. Persisten en ellas graves problemas como la usurpación de sus territorios por colonos, terratenientes y narcotraficantes; la falta de buena calidad de las tierras; el no cubrimiento de necesidades básicas como salud, educación, alimento y vivienda; que sumados a la agresión física y cultural permanente ejercida por las instituciones del Estado, la iglesia y las misiones religiosas internacionales, colonos, terratenientes, narcotraficantes, paramilitares, guerrilleros y ejército, amenazan la supervivencia de estos grupos y convierte sus territorios en zonas de guerra y de conflicto (Fundación Hemera, 2002).

Ecuador

"!Ama quilla, ama llulla, ama shua!, define la Carta Magna ecuatoriana de 1998 algunos deberes del ciudadanos ecuatoriano, tomados del derecho quichua: ¡No ser ocioso, no mentir, no robar! El proverbio insertado en un texto constitucional ha despertado el interés de muchos investigadores: La introducción de este lema como principio organizador del Estado indica una especie de equiparación del derecho indígena con el derecho dominante. 

Coherente con este gran ímpetu innovador, la Carta de 1998 asume la multiculturalidad de un modo bastante consecuente. El registro de derechos a favor de los individuos y pueblos indígenas es de los más avanzados en el continente americano.
En cuanto a los derechos propiamente colectivos de los pueblos indígenas, este Código arranca con unos principios declarativos, que por sí solos tienen cierto valor simbólico, tomados en serio significan la reestructuración de los principios básicos de organización interna. Los nuevos preceptos se resumen en la fórmula de unidad en la diversidad, la cual se repite en múltiples ocasiones (Preámb.; arts. 1; 3, 1°; 23, 11°; 62; 63; 68; 69; 97, 12°; 254). De esta premisa se deriva el respeto y estímulo “de todas las lenguas de los ecuatorianos”, principalmente el quichua y el shuar.

Otras derivaciones de la pluriculturalidad son la educación bilingüe e intercultural, refiriéndose este último término a un propósito de comunicación y reciprocidad entre la cultura mestiza y dominante y las culturas indígenas (arts. 66; 68; 69). 

Por otra parte, el criterio de autoadscripción como elemento definitorio de la identidad indígena es una referencia al Convenio 169, firmado por el Ecuador en 1998. El calificativo en tierras ancestrales (que es sinónimo de atávico, en el sentido de procedencia de antepasados lejanos) alude a un elemento histórico.

El eje del derecho indígena ecuatoriano se concentra en un solo artículo constitucional. Situado dentro de un capítulo especial de los derechos colectivos, el artículo 84 desarrolla una extensa lista de garantías especiales. Casi todos los principios que se expresan en este apartado, son concretados y especificados en otros capítulos de la constitución. Esta novedosa propuesta de ingeniería constitucional resulta verdaderamente sugerente, ya que la protección de los pueblos amerindios deja de ser un apartado aislado del derecho nacional. Todo el corpus legal está impregnado de los postulados indigenistas del artículo 84, como ilustrarán estos ejemplos:

· Uso de los recursos naturales: El artículo 84 promueve la participación de los amerindios en el “uso, usufructo, administración y conservación de los recursos naturales renovables” asegura el derecho a la consulta sobre planes de explotación de recursos no renovables e, incluso, permite a los mismos pueblos indígenas “formular prioridades” en los planes de desarrollo (fracciones 4, 5, 13). Estos lineamientos (que se orientan claramente en el Convenio 169) se repiten y se complementan en el artículo 88, que se refiere a todas las comunidades rurales, cuyos criterios deberán ser considerados en las decisiones estatales que afecten al medio ambiente. En un apartado sobre el sistema económico, la Carta de 1998 insiste una vez más en la intervención de los afectados en la utilización o explotación de la diversidad biológica (art. 248).

· Las diversas instituciones sociales de los pueblos indígenas son reconocidas y admitidas por el Estado —esto tiene relevancia en la gestión territorial. La Ley suprema se refiere tanto al fortalecimiento de la “identidad y tradiciones en lo espiritual, cultural, lingüístico, social, político y económico”, a “sus prácticas del manejo de la biodiversidad” y del entorno natural, así como a la conservación y el desarrollo de “sus formas tradicionales de convivencia y organización social” y la administración de “su patrimonio cultural e histórico” (art. 84, fracciones 1, 6, 7, 10). Estos principios de carácter declarativos se concretizan en el estímulo de los idiomas ancestrales (art. 1), la protección de los valores y “manifestaciones diversas que configuran la identidad nacional” (art. 62), y sobre todo en el ejercicio de las funciones de justicia por parte de las autoridades indígenas (art. 191) y en las circunscripciones territoriales indígenas (arts. 224; 228; 241), que son unidades autónomas dentro de la organización política del Estado ecuatoriano.

En conclusión, la nueva Ley fundamental del Ecuador presenta un articulado indigenista completo, que construye un entramado jurídico con múltiples referencias cruzadas. Este vanguardismo constitucional también se hace evidente en detalles bastante originales: la promoción de las medicinas tradicionales (arts. 44; 84, 12°), la mención de los afroecuatorianos (arts. 83; 85; 224; 228; 241) y la posibilidad de naturalización de pueblos ancestrales en zonas fronterizas (art. 8, 5°), — un concepto ya previsto en la Carta de Colombia (art. 96, 2°). Por otro lado también se observa el mantenimiento de cierto tutelaje por vía de la instalación de “defensores públicos para el patrocinio de las comunidades indígenas” (art. 24, 10°). La creación de un Consejo Nacional de Planificación y Desarrollo de los Pueblos Indígenas y Negras (CONPLADE) en 1997 es otro indicio de una tendencia hacia institucionalización de los derechos indígenas. El alcance y peligro de esta “burocratización” de las demandas étnicas ha sido una controversia en la CONAIE (Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador), que representa a 12 naciones y cerca de 4,2 millones de personas, un 35 por ciento de la población nacional. Actualmente, el movimiento indígena es de los más fuertes en Latinoamérica — sólo recientemente en las elecciones presidenciale el movimiento de Unidad Plurinacional Pachakutik-Nuevo País obtuvo entre 10 y 11 diputados de los 100 que integran el Congreso legislativo.

Existen también ciertas insuficiencias en la Constitución: El Estado declara la propiedad indígena imprescriptible, prohibe el desplazamiento de estos grupos y anuncia incluso la adjudicación de nuevas tierras comunitarias (art. 84, 2°, 3°, 8°), pero restringe estas garantías territoriales en el caso en que el Estado declare estas tierras de utilidad pública (art. 84, 2°). Por el otro lado encontramos una frecuente delegación a la legislación secundaria, muy común en las constituciones que estamos presentando: Los derechos colectivos se reconocen conforme a la ley (art. 84), la posesión ancestral de las tierras comunitarias y su adjudicación gratuita —conforme a la ley (art. 84, 3), la propiedad intelectual colectiva —conforme a la ley (art. 84, 9), etc. 

A lo largo de la Constitución ecuatoriana, por todo su entramado, se producen previsiones en consideración de la presencia indígena, pero el propio edificio no se replantea en función de la misma...En el momento cuando puede alcanzar este valor [de derecho en rigor] no deja de interponerse la remisión a la ley, la subordinación de la posición indígena a disposición incluso ordinaria de las instituciones políticas de planteamiento todavía más ajeno que propio, más de parte que común (Clavero 2000: 42).

Venezuela

"La ley establecerá el régimen de excepción que requiera la protección de las comunidades de indígenas y su incorporación progresiva a la vida de la Nación" —con el artículo 77 de la Carta magna anterior de 1961, Venezuela se encontraba entre los países más reacios a legislar en materia indígena. Con la nueva Constitución de 1999 Venezuela supera el asimilacionismo forzado como política del Estado y logra un gran salto cualitativo en el reconocimiento de los derechos indígenas.

En Venezuela viven alrededor de 315.000 personas pertenecientes a 30 pueblos indígenas, aproximadamente 1,5 por ciento de la población nacional, entre ellos los añu, los kariña, los guajibo, los pemón, los piaroa, los yanomami y los guajibos. Las diferencias culturales y lingüísticas son grandes y el área de ocupación abarca desde bosques tropicales, costas, islas, desiertos, así como parques nacionales, reservas de biosfera y zonas de frontera. Los indígenas venezolanos, agregados en el Consejo Nacional Indio de Venezuela (CONIVE), se encuentran en un proceso incipiente de organización. Para lograr el salto de un grupo indígena disperso y desorganizado a un verdadero movimiento de presión nacional en la discusión pública sobre derechos colectivos y en la Asamblea constituyente —con aliados estratégicos externos e internos—, CONIVE realizó un intercambio fluido con otras asociaciones indígenas del hemisferio (Van Cott, 2001).

La nueva Ley suprema de 1999 recoge entonces diferentes experiencias latinoamericanas en el ámbito jurídico y propone en su capítulo VIII (del Título III De los Deberes, Derechos Humanos y Garantías) "De los derechos de los pueblos indígenas" un acercamiento a los estándares trazados por países como Ecuador y Colombia y el Convenio 169 de la OIT, que Venezuela suscribió en mayo del 2002. Encontramos los tópicos adelantados de una sociedad multiétnica y pluricultural (preámbulo), del reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas, de su cultura, usos y costumbres, (art. 119), de la participación en la política y su representación en la Asamblea Nacional (art. 125), de la aplicación de instancias de justicia con base en sus tradiciones ancestrales (art. 260)

Cabe destacar algunos elementos de los derechos territoriales contenidos en esta Ley suprema:

· Los legisladores incluyen diferentes nociones espaciales —acercándose a una descripción abarcadora: hábitat, tierras ancestralmente ocupadas, tierras necesarias para desarrollar y garantizar sus formas de vida, propiedad colectiva, lugares sagrados y de culto (arts. 119, 121, 181).
· Las tierras también inalienables, imprescriptibles, inembargables e intransferibles (art. 119).

· El ejecutivo nacional debe demarcar la propiedad colectiva (art. 119).

· En el aprovechamiento de los recursos se respeta la integridad cultural de los pueblos indígenas, y está sujeto a previa información y consulta (art. 120).

· Se crean Consejos de Planificación y Coordinación de Políticas Públicas con la participación de las comunidades indígenas (art. 166).

· Se garantiza y protege la propiedad intelectual colectiva de los pueblos indígenas (art. 124).

· Por causa de utilidad pública o interés social se puede declarar la expropiación de bienes (art. 115).

· El Estado promueve las formas asociativas y particulares de propiedad (art. 307).

Todavía es precipitado justipreciar los efectos directos de este nuevo marco legal multicultural en Venezuela. La elaboración participativa y aprobación en diciembre 2000 de una ley de Demarcación y Garantía del Hábitat y de las Tierras de Pueblos Indígenas indica que la Constitución de 1999 comienza a reglamentarse apropiadamente.

Reflexiones finales

Uno de los grandes misterios de la historia latinoamericana es la larga supervivencia de las culturas amerindias. ¿Cómo pudieron ciertos grupos defender durante tantos siglos su forma de vida “arcaica, improductiva y estática” —como han sido considerados durante mucho tiempo ? ¿Por qué el hecho de la Conquista nunca dejó de ser un constante y doloroso punto de referencia en la memoria colectiva de estos pueblos (cfr. cuadro 5). Los portadores de la “cultura occidental” en América, históricamente, solían contestar de forma sencilla a estas preguntas: “Los indios deben conocer la palabra de dios para transformarse en cristianos.” “Cuando los aborígenes sepan leer y trabajar su parcela individual, entonces serán ciudadanos.” “Los indios necesitan instrucción técnica para prosperar económicamente.” Estas tres propuestas de solución reflejan sucesivamente el ideario de los religiosos en la Colonia, de los republicanos y de los indigenistas modernos. El cristianismo, la ciudadanización liberal y el asistencialismo, ciertamente, transformaron a las comunidades. No lograron despojar a los indígenas de su sensación de ser y de vivir de un modo diferente.
Hace más de medio siglo, un grupo de jurisconsultas representantes del Gobierno mexicano en el Congreso de Pátzcuaro (1940) rechazó de forma unánime la elaboración de una legislación penal especial para los indios en el continente americano, arguyendo que 

Tendría que imponerse de igual suerte una legislación civil especial, una mercantil, una administrativa y aun una constitucional, con lo cual desaparecería el Estado mexicano para dar nacimiento a tantos Estados como razas existen, con las consecuencias absurdas que todo ello representa (citado en Vela, 1959: 43, subrayado es mío). 

Pese al temor del nacimiento de nuevos Estados atomizados —y otras consecuencias pronosticadas— desde mediados de los años 80 del sigo pasado, Latinoamérica ha presenciado un proceso de reforma o refundación de sus textos constitucionales. Por primera vez en la historia del hemisferio, los pueblos indígenas, en estas nuevas Leyes supremas, han sido reconocidos como protagonistas e impulsores de su desarrollo. La tarea pendiente, en todo caso, será encontrar fórmulas concretas y operativas de políticas públicas que puedan coayudar y facilitar un desarrollo étnico sostenible —por el momento no queda claro cómo puede estimularse el desarrollo y la producción local indígena en una economía de grandes mercados y capitales.

La territorialidad indígena en las legislaciones más avanzadas comprende varias dimensiones (cf. cuadro 4b): Por un lado implica el reconocimiento de la relación especial de los pueblos indígenas como colectivo con sus tierras. A estos se suma una definición de los espacios que cada vez apunta más hacia la noción del hábitat. Las garantías y la seguridad jurídica de estas posesiones se resumen en su carácter inajenable, imprescriptible e inembargable. Cualquier excepción, en este sentido —por ejemplo, cierta facilidad para la expropiación por el "bien común"— pone en peligro todo el articulado indígena. Otra dimensión muy relevante se refiere al uso de los recursos, tanto renovables como no-renovables. La fórmula legal más común mantiene los derechos estatales sobre el subsuelo, aunque reconoce mecanismos de participación en los programas de extracción. Existe también una tendencia cada vez más notable de referirse no sólo a los territorios actualmente habitados de los pueblos indígenas y se abre la perspectiva de ampliar su hábitat, en función de lo que fueron sus asentimientos históricos.

Las teorías contemporáneas sobre el espacio de reproducción cultural indican que el bienestar de muchas comunidades indígenas y el respeto por sus derechos humanos depende, en gran medida, de su posesión territorial permanente y algunos elementos de autogestión. Esta hipótesis establece una relación directa entre derechos territoriales colectivos, autonomía y la situación de los derechos humanos y desarrollo humano sostenible:

A la vista de las pruebas, y coincidiendo con la Sra. Daes, el Relator Especial considera que el conjunto formado por la tierra, el territorio y los recursos constituye una cuestión de derechos humanos esencial para la supervivencia de los pueblos indígenas, y propone que se siga estudiando la cuestión analizando con más detalle la experiencia que podría adquirirse con el estudio de casos particulares en distintas partes del mundo (Stavenhagen: 2002: 57).
El modelo clásico del Estado-Nación se ha "indigenizado", resultando en un constitucionalismo  y una legalidad híbrida y ecléctica —la que también está proponiendo este Grupo de Trabajo encargado de elaborar el Proyecto de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. Conceptos tradicionales como autodeterminación, territorio, municipio, jurisdicción adquirieron nuevas matices bajo la influencia del multiculturalismo. Esta matriz legal modificada puede ser una respuesta adecuada para lograr una integración de estos pueblos (como iguales y como diferentes), para hacer frente al peligro de su desaparición, y para contrarrestar a los grandes intereses particulares que se pueden movilizar alrededor de los recursos en su territorio —y que los Estados no siempre saben defender: 

La paradoja es que con frecuencia se camufla como intereses estatales a lo que en realidad es ante todo interés y poder de las grandes multinacionales. Por ejemplo, cuando para facilitar su presencia, se llega a expropiar propiedades indígenas por la causa de “utilidad pública (Albó, 2002: 3). 

Las constituciones latinoamericanas son construcciones legales complejas con tensiones internas y fuerzas antagónicas. En este sentido es indispensable buscar los contrapesos, los elementos neutralizantes de las disposiciones indigenistas. “La Unión concluirá la demarcación de las tierras indígenas en el plazo de cinco años…”, anunciaba la Constitución brasileña en 1988 (art. trans. 67). ¿Qué hacer cuando el gobierno no cumple con lo establecido por la constitución? He aquí uno de los grandes problemas intrínsecos al constitucionalismo en general: la ley promete, pero no obliga. El dilema es difícil de resolver en términos legales; baste señalar que la creación de instancias intermediarias de reclamación (p. ej. el Defensor del Pueblo, ombudsman) puede ser un primer paso hacia una mayor eficacia legal.

Implicaciones para el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas

Existe un importante marco internacional de referencia sobre los derechos territoriales indígenas, que comprende, entre otras, la Declaración Universal (arts. 7 y 17), la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminiación Racial (art. 5), el Convenio Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos (art. 27), el Convenio 169, la Agenda 21 y el Proyecto de Declaración sobre los Derechos de las Poblaciones Indígenas, entre otros (cf. anexo en Daes: 2001). A esto se suma un novedoso modelo del constitucionalismo multicultural en América Latina —que es un fenómeno de difusión e intercambio regional sistemático con características únicas a nivel mundial—, y que aporta experiencias y resultados variados sobre los alcances y la aplicabilidad de estos derechos. 

El Convenio 169, actualmente uno de los instrumentos más poderosos para la defensa de los derechos colectivos, ha dejado importantes lecciones a 11 años de su vigencia. Países como Argentina y Brasil se orientaron en su legislación en función de este Convenio, sin haberlo ratificado en su momento. Actualmente 17 países ratificaron este Convenio, la mayoría de ellos países latinoamericanos: Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guatemala, Honduras, México, Paraguay, Perú y Venezuela.
Los aspectos ejemplares de este Convenio son los mecanismos de supervisión, monitoreo y tramitación de quejas, en la que participan una Comisión de Expertos en la Aplicación de Convenios y Recomendaciones y una Comisión tripartita a la cual los indígenas tienen acceso indirecto (cf. Stavenhagen 2002: 12). Es deseable que la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas asuma un liderazgo en el tema de la territorialidad indígena, perfeccionando incluso al Convenio 169. También las instituciones respectivas de la ONU —como el Grupo de Trabajo, el recién creado Foro Permanente sobre Asuntos Indígenas y la figura del Relator especial— dejan pautas sugerentes sobre el abordaje institucional de la temática indígena.

¿Es necesario incluir todo un abanico de derechos indígenas en las constituciones? El Convenio 169 (art. 20), el Proyecto de Declaración sobre los Derechos de las Poblaciones Indígenas (art. 20) y la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (art. 2, 3) sugieren la adopción de medidas legislativas para hacer efectivos los derechos. Como demuestra el caso de la recuperación demográfica en Brasil, la elevación del multiculturalismo a rango constitucional puede coayudar a mejorar la calidad de vida de los pueblos indígenas y el respeto por sus derechos fundamentales. Los indicadores que miden el impacto de la legislación sobre el nivel de vida de la población indígena, en todo caso, no están todavía plenamente definidos: Habrá que tomar muchos criterios en cuenta, como la percepción subjetiva de la población afectada, la expectativa de vida, los índices de desarrollo humano, la seguridad y estabilidad jurídica de sus territorios y los informes sobre la situación de los derechos humanos, elaborados por instituciones no-gubernamentales y gubernamentales.
Existen en cualquier artículo de un Convenio o Constitución características complementarias o limitantes. Por ejemplo, muchas veces se remite a la legislación secundaria: "Los beneficios del aprovechamiento de los recursos naturales por parte de los pueblos indígenas están sujetos a la Constitución y la ley" (art. 120), indica, por ejemplo la Constitución venezolana de 1999. Los juristas han identificado estas condicionantes como elementos que pueden corroer o quebrar el mismo mandato original de una norma. Algo parecido sucede con formulaciones como "en los casos apropiados" y "en la medida de lo posible", "en los términos de la ley".
Considerando la creciente influencia del derecho internacional, tanto en la doctrina como en la jurisprudencia —como muestra la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso de la Comunidad Mayagna de los Awas Tingni en Nicaragua— y de organizaciones como la ONU, la OEA, el Banco Interamericano de Desarrollo y el Banco Mundial, es muy probable que esta nueva Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, una vez que se apruebe, sea difundida mundialmente y se transforme en referencia obligatoria, aún en Estados que no la hayan ratificado.

Con todo, la elaboración de este documento también es un aprendizaje de negociación entre diferentes actores estatales, regionales e indígenas de las Américas, y en la que existen posiciones diversas y tensiones entre argumentos contrarios que habrá que reconciliar. El desafío consiste en establecer reglas para sistemas legales muy heterogéneos y las más variadas situaciones de los pueblos indígenas. 

Cuadro 1: La difusión del multiculturalismo en América Latina desde 1986

	Fecha de promulgación de la Constitución


	País/reconocimiento



	1986

(reformada en 1993)
	Guatemala reconoce el "derecho a la identidad cultural de las personas y las comunidades" (art. 58), protege a "grupos étnicos" (art. 66) y a sus "tierras y cooperativas agrícolas" (art. 67). La Sección Tercera "Comunidades Indígenas" (Título II, Capítulo II) contiene 5 artículos específicos sobre el tema (arts. 66-70).



	1987

(reformada en 1995)
	Nicaragua asume oficialmente su “naturaleza multiétnica” (art. 8) y les reconoce a las Comunidades de la Costa Atlántica el derecho de "preservar y desarrollar su identidad cultura" (art. 89). Reconoce también "las formas comunales de propiedad de las tierras" y el "uso y disfrute de las aguas y bosques" (art. 89). El Capítulo IV Derechos de las Comunidades de la Costa Atlántica (Título IV) comprende 3 artículos (arts. 89-91).



	1988
	Brasil acepta y protege las diversas manifestaciones “de las culturas populares, indígenas y afrobrasileñas” (art. 215, 1°). El capítulo VIII De los Indios (Título VIII) —que consiste de dos artículos ampliados— les reconoce a los indios "su organización social, costumbres, lenguas y los derechos originarios sobre las tierras que tradicionalmente ocupan" (art. 231). 



	1991

(reformada en 2001)
	Colombia “reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación” (art. 7), las "tierras de resguardo" son declaradas "inalienable" (art. 63), se les permite a las autoridades indígenas el ejercicio de "funciones jurisdiccionales" (art. 246) y se erigen "entidades territoriales indígenas" (art. 286). 



	1992

(reformada posteriormente en 2001)
	México declara su “composición multicultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas” (art. 4), reconoce "la personalidad jurídica" de los núcleos de población indígena y "protege la integridad de las tierras de los grupos indígenas" (art. 27, VII). Con otra reforma en 2001, México amplía los preceptos a favor de los pueblos indígenas (art. 2).



	1992
	Paraguay se autodefine como “país pluricultural y bilingüe” (art. 140), garantiza el "derecho de los pueblos indígenas a desarrollar su identidad étnica" (art. 64) y declara la propiedad comunaria "inembargable e intransferible" (art. 64). El Capítulo V De los Pueblos indígenas (Título II, Parte I) comprende 5 artículos. 



	1993
	Perú “reconoce y protege la pluralidad étnica y cultural de la nación” (art. 2, 19°, Título III, capítulo II). En el Capítulo Del Régimen Agrario y de las Comunidades Campesinas y Nativas (arts. 88-89) el Estado garantiza el derecho de su propiedad imprescriptible (pero no inajenable) y reconoce la personería jurídica de las comunidades. También se les reconoce a las autoridades indígenas el ejercicio de funciones jurisdiccionales (art. 149).



	1995 (reformada)
	Bolivia se declara "multiétnica y pluricultural" (art. 1), reconoce los derechos de los pueblos indígenas respecto de sus "tierras comunitarias de origen", su personalidad jurídica, y ejercicio de aplicación de normas (art. 171). 



	1994
	Argentina delega al Congreso el reconocimiento de varios derechos: la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas argentinos, respeto a su identidad, educación bilingüe e intercultural, personería jurídica y posesión y propiedad comunitaria de las tierras tradicionalmente ocupadas (inciso 17 del artículo 75).



	1996/1998
	Ecuador se proclama en 1996 "Estado soberano, independiente, democrático, unitario, descentralizado, pluricultural y multiétnico” (art. 1). Dos años después repite en una nueva Constitución el carácter “pluricultural y multiétnico” de la nación (art. 1) y desarrolla un articulado amplio con múltiples referencias, contenidas especialmente en la Sección primera De los pueblos indígenas y negros afroecuatorianos (Titulo 3, capitulo 5): mantener la identidad, conservar la propiedad imprescriptible, participar en el uso y la administración de los recursos naturales renovables (art. 84). También instaura circunscripciones indígenas (art. 224) y reconoce a las autoridades indígenas ejercer funciones de justicia (art. 191).



	1999
	Venezuela se refunda como República "multiétnica y pluricultural" (Perámbulo). El Capítulo VIII De los Derechos de los pueblos indígenas (Título III) comprende 8 artículos y un gran abanico de derechos: reconocimiento de la organización social, tierras que ancestralmente ocupan son inalienables, demarcación, promoción de prácticas económicas, propiedad intelectual, participación en la Asamblea Nacional (arts. 119-126). A esto se suma la aplicación de instancias de justicia (art. 260).




Cuadro 2: Sistematización de los derechos indígenas —el caso del Brasil

	DATOS GENERALES DE LA CONSTITUCIÓN ANALIZADA



	Año 
	Forma de gobierno y artículos


	Población indígena


	Concepto
	Convenio 107 (1957)
	Convenio 169 (1989)
	Derecho a la autodeterminación de los pueblos
	Integración latinoamericana
	Protección como individuo frente a discriminación
	Protección como colectivo, derechos especiales, promoción

	5/10/1988


	República Federativa del Brasil 

1; 4; 5, XLI, XLII, LIV, LV; 13; 20, II, III, X, XI; 21, XXV; 22, XIV; 49, XVI; 109, IV, XI; 124; 129, V; 142; 174, 3°, 4°; 176, 1°; 184; 185; 210, 2°; 215; 231; 232; 242, 1°; disp. trans. 67
	200 etnias

329.000

0.21 %
	indios, indígenas 
	(
ratificado el 18/6/1965
	no ratificado (en proceso de tramitación)
	(
(art. 4, III)
	(
(art. 4, Parágrafo único)
	(
(art. 5, XLI y XLII)
	(
(arts. 129, V; 215, 1°)


	DERECHOS INDÍGENAS CULTURALES



	Identidad étnica múltiple reconocida por el Estado


	Existencia histórica

reconocida
	Lenguas indígenas como idioma oficial
	Educación bilingüe
	Educación intercultural

	(
(arts. 215; 215, 1°, 2°; 231)
	(
(art. 231)
	sólo portugués (art. 13)
	(
(art. 210, 2°)
	(
(arts. 210, 2°; 242)


	DERECHOS INDÍGENAS TERRITORIALES



	Propiedad comunitaria
	Provisión de tierra
	Protección de tierras
	Propiedad inajenable
	Usufructo de suelo
	Participación en explotación de recursos naturales

	(
(art. 231)
	(
(arts. 184; 231)
	(
(arts. 20, XI; 21, XXV; 231, 1°, 4°,5°,6°,7°; 174, 3° )
	(
(arts. 231, 2°, 4°, 5°, 6°)
	(
(arts. 176; 231, 2°)
	(
(art. 231, 3°);  pero subsuelo pertenece a la Unión (art. 176) y Congreso autoriza explotación (art. 49, XVI)


	DERECHOS INDÍGENAS DE AUTOGESTION



	Personalidad jurídica colectiva
	Derecho consuetudinario
	Autonomía 
	Competencia 
	Representación en el Legislativo

	(
(arts. 231 y 232)
	No se menciona, sólo el antiguo Estatuto del Indio (art. 57), y a partir de 1994 su sucesor legal, El Estatuto de las Sociedades Indígenas (arts. 52, 150 a152). 
	Sólo indirectamente en art. 231
	( Ministerio Público (arts. 129, V; 232), Congreso (arts. 20; 22; XIV;  49, XVI; 176, 1º, 231), Jueces Federales (art.109, XI), Justicia Militar (art. 124).
	No figura


	Cuadro 3: La Proliferación de los derechos indígenas en la legislación secundaria

· Constitución Política del Estado (1994, arts. 1; 5; 6; 116; 165-176 )

· Convenios Internacionales ratificados: Convenio 169 de la Organización Internacional de Trabajo (1991), Convención Americana sobre Derechos Humanos (1993), Convenio del Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas de América Latina y el Caribe (1993), Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer (1994), Convenio sobre la Diversidad Biológica (1994), Convención Internacional sobre la Eliminación de Toda Forma de Discriminación Racial (1999), Comisión de la Comunidad Andina: Régimen Común Sobre Propiedad Industrial (2000).

· 1992: Ley de Medio Ambiente 

· 1994: Ley de Participación Popular, Decreto Reglamentario de las Organizaciones Territoriales de Base (1994) y la Reglamentación Complementaria de las Leyes de Participación Popular y Descentralización Administrativa (1996)

· 1994: Ley de Reforma Educativa

· 1995: Ley Contra la Violencia en la Familia o Doméstica 

· 1996: Ley de Hidrocarburos 

· 1996: Ley del Servicio Nacional de Reforma Agraria, su reglamento (2000) y las modificaciones al reglamento (2000);

· Ley del Tribunal Agrario (1996)

· 1996: Ley Forestal y su reglamento (1996)

· 1997: Código de Minería 

· 1997: Ley del Defensor del Pueblo 

· 1997: Reglamento de Áreas Protegidas 

· 1997: Reglamento de Áreas Protegidas 

· 1997: Reglamento del Régimen Común de Acceso a los Recursos Genéticos 

· 1998: Ley General de Concesiones de Obras Públicas de Transporte con su Reglamento Orgánico (1998)

· 1998: Reglamento del Régimen de Acceso a los Recursos Genéticos 

· 1999: Código Penal y Ley del Código de Procedimiento Penal 

· 1999: Código del niño, niña y adolescente 

· 1999: Ley de Municipalidades 

· 1999: Ley de Partidos Políticos 

· 2000: Decreto Presidencial sobre la Creación del Ministerio de Asuntos Campesinos, Pueblos Indígenas y Originarios y Decreto sobre sus funciones (2000)

· 2000: Decreto Supremo sobre Idiomas Oficiales 

· 2000: Ley de Mayoridad de Edad y Capacidad de Obrar 

· 2000: Ley Modificatoria de a la Ley de Servicio de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario 

· 2001: Código electoral

· 2000: Decreto Supremo sobre la Constitución de una Comisión Interinstitucional para la atención de la región de Laimes y Qaqachacas.

· 2001: Ley del Diálogo


Cuadro 4: Tierra y territorio — cuadro comparativa de los textos internacionales

	Punto de comparación


	Convenio 169 (1989)
	Proyecto de la Declaración sobre los Derechos de las Poblaciones Indígenas (1994)


	Proyecto de Declaración Americana de los Derechos de los Pueblos Indígenas (1997)

	Relación especial de los pueblos indígenas (como colectivo) con la tierra
	· Importancia especial que reviste para los pueblos interesados su relación con las tierras o territorios, especialmente los aspectos colectivos (art. 13, 1).

· Se respetan las modalidades de transmisión sobre la tierra de los pueblos indígenas (art.17, 1).
	· La colonización y enajenación de sus tierras, territorios y recursos, les impidió a los pueblos ejercer su derecho al desarrollo de conformidad con sus propias necesidades e intereses (Preámbulo).

· Urgente necesidad de respetar y promover los derechos y las características intrínsecos de los pueblos indígenas, especialmente los derechos a sus tierras, territorios y recursos, que derivan de sus estructuras políticas, económicas y sociales y de sus culturas, de sus tradiciones espirituales, de su historia y de su concepción de la vida (Preámbulo).
· Reconocimiento del control por los pueblos indígenas de los acontecimientos que les afecten a ellos y a sus tierras, territorios y recursos les permitirá mantener y reforzar sus instituciones, culturas y tradiciones y promover su desarrollo de acuerdo (Preámbulo).
· Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y fortalecer su propia relación espiritual y material con sus tierras, territorios, aguas, mares costeros y otros recursos que tradicionalmente han poseído u ocupado o utilizado de otra forma (art. 25).
	· Reconocimiento de la relación especial que tienen los pueblos indígenas con su medioambiente (Preámbulo, 3).

· Para las culturas indígenas las formas tradicionales colectivas de control y uso de tierras, territorios, recursos, aguas y zonas costeras son condición necesaria para su supervivencia, organización social, desarrollo, bienestar individual y colectivo (Preámbulo, 5).

· Recordando el reconocimiento internacional de derechos que sólo pueden gozarse cuando se lo hace colectivamente (Preámbulo, 8).

· Los pueblos indígenas tienen los derechos colectivos que son indispensables para el pleno goce de los derechos humanos individuales (art. II, 2).

· Los Estados dentro de sus sistemas legales tienen que reconocer la personalidad jurídica de los pueblos indígenas (art. IV).

	Diferentes nociones espaciales
	· El término "tierra" incluye el concepto de territorios y cubre la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan (art. 13, 2).


	· Lugares arqueológicos e históricos (art. 12).

· Tierras, territorios, aguas, mares costeros y otros recursos que tradicionalmente han poseído u ocupado o utilizado (art. 25).

· Medio ambiente total de las tierras, el aire, las aguas, los mares costeros, los hielos marinos, la flora y la fauna y los demás recursos que tradicionalmente han poseído u ocupado o utilizado (art. 26).


	· Patrimonio histórico y arqueológico (art. VII, 1).

· Propiedad integrante del patrimonio de la que fueran despojados (art. VII, 2).

· Sitios sagrados (art. X, 3).

· Diversas modalidades de posesión, dominio y disfrute de territorios y propiedad (art. XVIII, 1).

· Tierras, territorios y recursos que han ocupado históricamente, así como el uso de aquellos a los cuales hayan tenido acceso para realizar sus actividades tradicionales y de sustento (art. XVIII, 2). 



	Derechos, protección y delimitación
	· Los pueblos interesados tienen el derecho de propiedad y de posesión sobre las tierras tradicionalmente ocupadas (art. 14, 1).

· Los gobiernos deberán tomar las medidas para determinar las tierras que los pueblos interesados ocupan tradicionalmente y garantizar la protección de sus derechos de propiedad y posesión (art. 14, 2).

· Los pueblos deben ser consultados al ser enajenadas sus tierras o transmitidos los derechos sobre estas tierras fuera de su comunidad (art. 17, 2).
· Se debe impedir que otras personas se arroguen la propiedad, posesión y uso de las tierras (art.17, 3).
· Habrá sanciones contra toda intrusión y uso no autorizado en las tierras de los pueblos interesados (art. 18).

	· Derecho a la prevención y reparación de...todo acto que tenga por objeto o consecuencia enajenarles sus tierras (art. 7, b).
· Mantener, proteger y desarrollar las manifestaciones pasadas, presentes y futuras de sus culturas, como lugares arqueológicos e históricos (art. 12).
· Derecho a proteger sus lugares religiosos y culturales (art. 13). 

· Los Estados adoptarán medidas eficaces para asegurar que se mantengan, respeten y protejan los lugares sagrados de los pueblos indígenas (art. 14).

· Los pueblos indígenas tienen derecho a poseer, desarrollar, controlar y utilizar sus tierras y territorios, comprendido el medio ambiente total de las tierras, el aire, las aguas, los mares costeros, los hielos marinos, la flora y la fauna y los demás recursos que tradicionalmente han poseído u ocupado o utilizado de otra forma (art. 25).

· Los pueblos indígenas tienen derecho a poseer, desarrollar, controlar y utilizar sus tierras y territorios (art. 26).

· Derecho al pleno reconocimiento de sus leyes, tradiciones y costumbres, sistemas de tenencia de la tierra e instituciones para el desarrollo y la gestión de los recursos (art. 26).

· Derecho a que los Estados adopten medidas eficaces para prevenir toda injerencia, usurpación o invasión en relación con estos derechos (art. 26).

· Los pueblos indígenas tienen derecho a la conservación, reconstitución y protección del medio ambiente total y de la capacidad productiva de sus tierras, territorios y recursos (art. 28).

· Recibir asistencia a tal efecto de los Estados y por conducto de la cooperación internacional (art. 28).

·  No se realizan actividades militares sin el consentimiento (art. 28).


	· Derecho a la integridad cultural,  patrimonio histórico y arqueológico, que son importantes para su supervivencia (art. VII, 1)

· Restitución de propiedad de la que fueran despojados, o cuando ello no fuera posible, indemnización (art. VII, 2).
· Reconocimiento legal de las modalidades y formas diversas y particulares de su posesión, dominio, y disfrute de territorios y propiedad (art. XVIII, 1).

· Reconocimiento de su propiedad y de los derechos de dominio con respecto a las tierras, territorios y recursos que han ocupado históricamente, así como al uso de aquéllos a los cuales hayan tenido acceso para realizar sus actividades tradicionales y de sustento (art. XVIII, 2).

· Los derechos preexistentes a la existencia del Estado deben ser reconocidos como permanentes e inalienables (art. XVIII, 3).
· Marco legal efectivo de protección sobre recursos naturales, tierras y su administración (XVIII, 4).

· Derecho a la restitución de las tierras, territorios y recursos de los que han tradicionalmente sido propietarios, ocupado o usado, y que hayan sido confiscados, ocupados, usados o dañados (art. XVIII, 7).
· Medidas de todo tipo para prevenir, impedir y sancionar toda intrusión o uso de dichas tierras por personas ajenas no autorizadas (art. XVIII, 8).

· Máxima prioridad a la demarcación y reconocimiento de las propiedades (art. XVIII, 8). 

	Recursos naturales, subsuelo y gestión de desarrollo


	· Los pueblos tienen derecho de decidir sus prioridades en el proceso de desarrollo y de participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo (art. 7,1).

· Los gobiernos deben velar por la realización de estudios de incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo puedan tener (art. 7,3).

· Los gobiernos deben tomar medidas, en cooperación con los pueblos, para proteger y preservar el medio ambiente de los territorios (art. 7, 4).
· Se protegen los derechos de los pueblos a los recursos naturales existentes (art. 15,1).

· Los pueblos tienen el derecho de participar en la utilización, administración y conservación de estos recursos (art. 15, 1).

· Si la propiedad de minerales o recursos del subsuelo pertenecen al Estado, los Gobiernos deben establecer procedimientos de consulta, antes de autorizar la explotación de los recursos (art. 15, 2).

· Los pueblos deben participar en los beneficios de estas actividades (art. 15, 2).

· Los pueblos deben percibir indemnización por daños que resulten de estas actividades (art. 15, 2).


	· El control por los pueblos indígenas de los acontecimientos que les afecten a ellos y a sus tierras, territorios y recursos les permitirá mantener y reforzar sus instituciones, culturas y tradiciones (Preámbulo).

· Derecho a mantener y fortalecer su propia relación espiritual y material con sus tierras, territorios, aguas, mares costeros y otros recursos que tradicionalmente han poseído u ocupado o utilizado de otra forma (art. 25).

· Derecho a poseer, desarrollar, controlar y utilizar sus tierras y territorios, comprendido el medio ambiente total de las tierras, el aire, las aguas, los mares costeros, los hielos marinos, la flora y la fauna y los demás recursos que tradicionalmente han poseído (art. 26).

· Derecho al pleno reconocimiento de sus leyes, tradiciones y costumbres, sistemas de tenencia de la tierra e instituciones para el desarrollo y la gestión de los recursos (art. 26).

· Derecho a la conservación, reconstitución y protección del medio ambiente total y de la capacidad productiva de sus tierras, territorios y recursos (art. 28).

· Los Estados adoptarán medidas eficaces para garantizar que no se almacenen ni eliminen materiales peligrosos en las tierras y territorios (art. 28)

· Derecho a determinar y elaborar las prioridades y estrategias para el desarrollo o la utilización de sus tierras, territorios y otros recursos (art. 30).

· Derecho a exigir a los Estados que obtengan su consentimiento, antes de aprobar cualquier proyecto que afecte a sus tierras, territorios y otros recursos, particularmente en relación con el desarrollo, la utilización o la explotación de recursos minerales, hídricos (art. 30).

· Los pueblos indígenas, como forma concreta de ejercer su derecho de libre determinación, tienen derecho a la autonomía o el autogobierno en cuestiones relacionadas con sus asuntos internos y locales, en particular... la gestión de tierras y recursos, el medio ambiente y el acceso de personas que no son miembros (art. 31).


	· Protección de plantas de uso medicinal, animales, minerales, esenciales para la vida (art. XII, 2).

· Derecho a un medioambiente seguro y sano (art. XIII, 1).

· Derecho a ser informados de medidas que puedan afectar su medioambiente (art. XIII, 2).

· Derecho a conservar, restaurar y proteger su medioambiente, y la capacidad productiva de sus tierras, territorios y recursos (XIII, 3).

· Participación en la formulación, planeamiento y aplicación de programas gubernamentales para la conservación de sus tierras, territorios y recursos (art. XIII, 4).

· Asistencia del Estado para proteger el medioambient (art. XIII, 5). 

· Impedir la introducción, de materiales o residuos radioactivos, sustancias y residuos tóxicos (art. XIII, 6). 

· Las áreas protegidas declaradas, que se encuentran bajo reclamo potencial o actual por pueblos indígenas no deben ser sujetas a ningún desarrollo de recursos naturales sin el consentimiento informado y la participación de pueblos indígenas (art. XIII, 7).

· Derecho a promover libremente su desarrollo económico, social, espiritual y cultural (art. XV, 1). 

· Derecho a la autonomía o autogobierno en lo relativo a administración de tierras, recursos y medio ambiente, entre otros (art. XV, 1).

· Marco legal efectivo de protección sobre la capacidad para usar, administrar, y conservar recursos (art. XVIII, 4).

· Si la propiedad de los minerales o de los recursos del subsuelo pertenecen al Estado se deben establecer o mantener procedimientos de participación, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección, planeamiento o explotación de los recursos existentes en sus tierras (art. XVIII, 5).

· Participación en los beneficios que reporten tales actividades, y percibir indemnización (art. XVIII, 5).

· Derecho de los pueblos indígenas a decidir democráticamente respecto a los valores, objetivos, prioridades y estrategias que presidirán y orientarán su desarrollo (art. XXI, 1).

· Los pueblos indígenas tienen derecho a obtener medios adecuados para su propio desarrollo de acuerdo a sus preferencias y valores (art. XXI, 1).

· Salvo en circunstancias excepcionales los Estados tomarán medidas para que todo plan, programa o proyecto que afecte derechos o condiciones de los pueblos indígenas no sean elaboradas sin el consentimiento y participación libre (art. XXI, 2).

· Medidas para mitigar impactos adversos ecológicos, económicos, sociales, culturales o espirituales (art. XXI, 3).

	Prohibición de traslado
	· Los pueblos no deben ser trasladados de sus tierras (art. 16, 1).

· En casos excepcionales de traslado necesario, éste se efectúa con consentimiento y conocimiento de causa (art. 16, 2).

· El traslado y la reubicación forzados sólo se realizan después de procedimientos establecidos en la legislación nacional y encuestas (art. 16, 2).

· Si es posible, los pueblos deben regresar a sus tierras tradicionales en cuanto dejen existir las causa del traslado (art. 16, 3).

· Cuando el retorno no sea posible, los pueblos reciben indemnización con otras tierras o con dinero o especie. También se indemniza por cualquier pérdida o daño causado por el desplazamiento (art. 16, 4 y 5).
	· Derecho a la prevención y la reparación de...toda forma de traslado de población (art. 7, c)

· Los pueblos indígenas no serán desplazados por la fuerza de sus tierras o territorios. No se procederá a ningún traslado sin el consentimiento expresado libremente y con pleno conocimiento de los pueblos indígenas interesados y previo acuerdo sobre una indemnización justa y equitativa y, siempre que sea posible, con la posibilidad de regreso (art. 10).

· Los Estados no obligarán a personas indígenas a abandonar sus tierras, territorios o medios de subsistencia ni las reasentarán en centros especiales con fines militares (art. 11, c).

· Los pueblos indígenas que han sido desposeídos de sus medios de subsistencia y desarrollo tienen derecho a una indemnización justa y equitativa (art. 21). 

 
	· Excepto en circunstancias excepcionales, los pueblos indígenas no podrán ser trasladado sin su consentimiento e indemnización previa (art. XVIII, 6).

· Derecho al retorno si dejaran de existir las causas del desplazamiento (art. XVIII, 6).



	Ampliación de superficie territorial
	· Los Gobiernos deben instituir procedimientos para solucionar reivindicaciones de tierras formuladas por los pueblos (art. 14, 3)

· Los programas agrarios nacionales deben garantizar la asignación de tierras adicionales y el otorgamiento de medios necesarios (art. 19).
	· Restitución de las tierras, los territorios y los recursos que tradicionalmente han poseído u ocupado o utilizado de otra forma y que les hayan sido confiscados, ocupados, utilizados o dañados (art. 27) 

· Cuando restitución no sea posible, tendrán derecho a una indemnización (preferiblemente en tierras) justa y equitativa (art. 27).


	· Restitución de la propiedad de la que fueran despojados, o cuando ello no fuera posible, a la indemnización (art. VII, 2).

· Derecho a la restitución de las tierras, territorios y recursos de los que han tradicionalmente sido propietarios, ocupado o usado, de no ser posible la restitución, al derecho de indemnizacion (art. XVIII, 7).





Cuadro 4b: Tierra y territorio — visión comparativa de 4 constituciones latinoamericanas

	Punto de comparación


	Brasil 1988
	Colombia 1991
	Ecuador 1998
	Venezuela 1999

	Relación especial de los pueblos indígenas (como colectivo) con la tierra

	( Se reconoce a los indios su organización social, costumbres, lenguas creencias, tradicionales y los derechos originarios sobre las tierras que tradicionalmente ocupan (art. 231).

( Los indios, sus comunidades y organizaciones son partes legítimas para actuar en juicio en defensa de sus derechos e intereses interviniendo el ministerio público en todos los actos del proceso (art. 232).


	( El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de propiedad (art. 58).

( La explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas se hará sin desmedro de la integridad cultural, social y económica de las comunidades indígenas (art. 330, parágrafo).
	( El Estado reconoce y garantiza a los pueblos indígenas los siguientes derechos colectivos: Mantener, desarrollar y fortalecer su identidad y tradiciones en lo espiritual, cultural, lingüístico, social, político y económico (art. 84, 1)

( Conservar la propiedad imprescriptible de las tierras comunitarias, que serán inalienables, inembargables e indivisibles, salvo la facultad del Estado para declarar su utilidad pública (art. 84, 2).

( Conservar y promover sus prácticas de manejo de la biodiversidad y de su entorno natural (art 84, 6).
	( El Estado reconocerá la existencia de los pueblos y comunidades indígenas, su organización social, política y económica, sus culturas, usos y costumbres, idiomas y religiones, así como su hábitat y derechos originarios sobre las tierras que ancestral y tradicionalmente ocupan y que son necesarias para desarrollar y garantizar sus formas de vida (art. 119).



	Diferentes nociones espaciales
	( Son bienes de la Unión las tierras tradicionalmente ocupadas por los indios (art. 20, XI, 1).

( Las franjas fronterizas están sujetas a leyes (art. 20, XI, 2).

( Son tierras tradicionalmente ocupadas por los indios las habitadas por ellos con carácter permanente, las utilizadas para sus actividades productivas, las imprescindibles para la preservación de los recursos ambientales necesarios para su bienestar y las necesarias para su reproducción física y cultural, según sus usos, costumbres y tradiciones (art. 231, 1).


	( Las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo (art. 63, 329).

( Entidades territoriales indígenas (su delimitación se realiza por el Gobierno

Nacional, con participación de los representantes de las comunidades indígenas, art. 329).
	( Propiedad imprescriptible de las tierras comunitarias (art. 84, 2).

( Posesión ancestral de las tierras comunitarias (art. 84, 3).

( Uso, usufructo de los recursos naturales renovables (art. 84, 4).

( Entorno natural (art. 84, 6).

( Patrimonio cultural e histórico (art. 84, 10).

( Lugares rituales y sagrados, plantas, animales, minerales y ecosistemas de interés vital (art. 84, 12).


	( Hábitat y derechos originarios sobre las tierras que ancestral y tradicionalmente ocupan y que son necesarias para desarrollar y garantizar sus formas de vida (art. 119).

( Propiedad colectiva (art. 119).

( Lugares sagrados y de culto (art. 121).

( Tierras correspondientes a las comunidades y pueblos indígenas (art. 181).



	Derechos, protección y delimitación
	( Son bienes de la Unión las tierras tradicionalmente ocupadas por los indios (art. 20, XI, 1).
( Son funciones del Ministerio Público...defender judicialmente los derechos y los intereses de la población indígena (art. 129).

( Se reconoce a los indios su organización social, costumbres, lenguas creencias, tradicionales y los derechos originarios sobre las tierras que tradicionalmente ocupan (art. 231). 

( Corresponde a la Unión demarcarlas, protegerlas y hacer que se respeten todos sus bienes (art. 231).

( Son tierras tradicionalmente ocupadas por los indios las habitadas por ellos con carácter permanente, las utilizadas para sus actividades productivas, las imprescindibles para la preservación de los recursos ambientales necesarios para su bienestar y las necesarias para su reproducción física y cultural, según sus usos, costumbres y tradiciones (art. 231, 1).

( Las tierras tradicionalmente ocupadas por los indios se destinan a su posesión permanente (art. 231, 2).

( Las tierras son inalienables e indisponibles y los derechos sobre ellas imprescriptibles (art. 231, 4).

( Está prohibido el traslado de los grupos indígenas de sus tierras, salvo "ad referendum" del Congreso Nacional (art. 231, 5).

( Los indios, comunidades y organizaciones son partes legítimas para actuar en juicio en defensa de sus derechos e intereses (art. 232).

( Son nulos los

actos que tengan por objeto la ocupación, el dominio y la posesión de las tierras a que se refiere este artículo, o la explotación de las riquezas naturales del suelo, de los ríos y de los lagos en ellas existentes, salvo por caso de relevante interés público de la Unión (art. 231, 6).

( Concluir demarcación en plazo de cinco años (art. transitorio 67).
	( Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables (art. 63).

( El patrimonio cultural de la Nación está bajo la protección del Estado (art. 72).

( El patrimonio arqueológico y otros bienes culturales que conforman la identidad nacional, pertenecen a la Nación y son inalienables, inembargables e imprescriptibles (art. 72).

( La Ley regula derechos especiales que pudieran tener los grupos étnicos asentados en territorios de riqueza arqueológica (art. 72).

( Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines (art. 79).

( La conformación de las entidades territoriales indígenas se hará con sujeción a lo dispuesto en la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, y su delimitación se hará por el Gobierno Nacional, con participación de los representantes de las comunidades indígenas (art. 329).

( Los resguardos son de propiedad colectiva y no enajenable (art. 329).


	( El Estado establecerá defensores públicos para el patrocinio de las comunidades indígenas (art. 24, 10).

( Políticas permanentes para la conservación, restauración, protección y respeto del patrimonio cultural tangible e intangible, de la riqueza artística, histórica, lingüística y arqueológica de la nación, así como del conjunto de valores y manifestaciones diversas que configuran la identidad nacional, pluricultural y multiétnica (art. 62).

( Bienes del Estado que integran el patrimonio cultural son inalienables, inembargables e imprescriptibles (art. 64).

( Derecho de conservar la propiedad imprescindible de las tierras comunitarias (art. 84, 2).

( Facultad del Estado para declarar utilidad pública de esta propiedad (art. 84, 2).

( Mantener posesión ancestral de tierras comunitarias y obtener adjudicación gratuita (art. 84, 3).

( Participar en uso, usufructo, administración y conservación de recursos naturales renovables (art. 84,4).

( Conservar y promover prácticas de manejo de bioversidad (art. 84, 6). 

( A no ser desplazados, como pueblos, de sus tierras (art. 84, 8).

( Mantener, desarrollar y administrar su patrimonio cultural e histórico (art. 84, 10).

( Protección de los lugares rituales y sagrados, plantas, animales, minerales y ecosistemas (art. 84, 12).

	( El Estado reconoce la existencia de los pueblos y comunidades indígenas, su organización social, política y económica, sus culturas, usos y costumbres, idiomas y religiones, así como su hábitat y derechos originarios sobre las tierras que ancestral y tradicionalmente ocupan y que son necesarias para desarrollar y garantizar sus formas de vida (art. 119).

( El Ejecutivo Nacional, con la participación de los pueblos indígenas, debe demarcar y garantizar el derecho a la propiedad colectiva de sus tierras, las cuales son inalienables, imprescriptibles, inembargables e intransferibles (art. 119).

( Derecho de mantener y desarrollar su identidad étnica, cosmovisión, espiritualidad, sus lugares sagrados y de culto, y promover sus propias prácticas económicas (art. 121, 122).

( Es de la competencia del Poder Público Nacional...la legislación del patrimonio cultural y arqueológico, la agraria, la de pueblos indígenas y territorios ocupados por ellos (art. 156, 32).

( Las tierras baldías se constituyen en ejidos [tierras públicas] ubicadas en el área urbana. Quedarán exceptuadas las tierras correspondientes a las comunidades y pueblos indígenas (art. 181).

( Son atribuciones del Defensor o Defensora del Pueblo...velar por los derechos de los pueblos indígenas y ejercer las acciones necesarias para su garantía y efectiva protección (art. 281, 8).
( Se establece una franja de seguridad de fronteras cuya amplitud, protegiendo de manera expresa los parques nacionales, el hábitat de los pueblos indígenas allí asentados y demás áreas (art. 327). 

( La Asamblea Nacional en un lapso de dos años legislará sobre todas las materias relacionadas con esta Constitución. Se le dará prioridad a la Ley Orgánica de Pueblos Indígenas, Ley Orgánica de Educación y Ley Orgánica de Fronteras (Disposiciones transitorias, sexta).



	Recursos naturales, subsuelo y gestión de desarrollo
	( Es de competencia exclusiva del Congreso Nacional: 

XVI autorizar en tierras indígenas la explotación y aprovechamiento de recursos hidráulicos y la búsqueda y extracción de riquezas minerales (Art. 49, XVI).

( Los yacimientos, en extracción o no, los demás recursos minerales y el potencial de energía hidráulica constituyen propiedad distinta de la del suelo, a efectos de explotación o aprovechamiento, y pertenecen a la Unión (art. 176).

( La búsqueda y la extracción de recursos minerales y el aprovechamiento de los potenciales solamente podrán ser efectuados mediante autorización o concesión de la Unión, en el interés nacional, en la forma de la ley (art. 176,1).

( Condiciones específicas cuando esas actividades se desenvolvieran en zona fronteriza o tierras indígenas (art. 176,1).

( Se reconoce a los indios su organización social, costumbres, lenguas creencias, tradicionales y los derechos originarios sobre las tierras que tradicionalmente ocupan (art. 231).

( Las tierras tradicionalmente ocupadas por los indios se destinan a su posesión permanente, correspondiéndoles el usufructo exclusivo de las riquezas del suelo, de los ríos y de los lagos existentes en ellas (art. 231, 2).

( El aprovechamiento de los recursos hidráulicos, incluido el potencial energético, la búsqueda y extracción de las riquezas minerales en tierras indígenas sólo pueden ser efectuadas con autorización del Congreso Nacional, oídas las comunidades afectadas, quedándoles asegurada la participación en los resultados de la extracción (art. 231,3).

( El fomento a la búsqueda de minerales y concesión de extracción no se aplica a las tierras indígenas (231,7).


	( Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que pueden afectarlo (art. 79). 

( Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución (art. 80).

( Las autoridades de los pueblos indígenas podrán ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial (art. 246).

( Vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye...la valoración de los costos ambientales (art. 267).

( Son entidades territoriales los departamentos, los distritos, los municipios y los Territorios indígenas (art. 286).

( Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, y dentro de los límites de la Constitución y la ley (art. 287).

( Los territorios indígenas estarán gobernados por consejos y ejercerán las siguientes funciones: velar por aplicación de normas sobre usos de suelo y poblamiento; diseñar políticas y planes de desarrollo (art. 330, 1).

( Estado es propietario del subsuelo y de los recursos naturales no renovables, sin perjuicio de los derechos adquiridos y perfeccionados con arreglo a las leyes preexistentes (art. 332).

( Habrá un Consejo Nacional de Planeación integrado por representantes de las entidades territoriales y de los sectores económicos, sociales, ecológicos, comunitarios y culturales. El Consejo tendrá carácter consultivo y servirá de foro para la discusión del Plan Nacional de Desarrollo (art. 340).

( La ley determinará las condiciones para la explotación de los recursos naturales no renovables así como los derechos de las entidades territoriales sobre los mismos (art. 360). 

( La explotación de un recurso natural no renovable causará a favor del Estado, una contraprestación económica a título de regalía (art. 360).

( Los departamentos y municipios en cuyo territorio se adelanten explotaciones de recursos naturales no renovables tendrán derecho a participar en las regalías y compensaciones (art. 360).


	( Estado garantiza a las personas el derecho a vivir en un ambiente sano, ecológicamente equilibrado y libre de contaminación (art. 23, 6).

( Para fines de orden social determinados en la ley, las instituciones del Estado podrán expropiar, previa justa valoración, pago e indemnización, los bien es que pertenezcan al sector privado (art. 33).

( Los gobiernos seccionales autónomos, en cuyas circunscripciones territoriales se exploten e industrialicen recursos naturales no renovables, tendrán derecho a participar de las rentas que perciba el Estado (Art. 251). ( El sistema nacional de planificación tendrá en cuenta las diversidades de edad, étnico-culturales, locales y regionales (art. 254).

( Los derechos de la propiedad de tierras comunitarias son limitados por la facultad del Estado para declarar su utilidad pública (art. 84, 2).

( El Estado les reconoce a los pueblos indígenas los derechos de:

Mantener, desarrollar y administrar su patrimonio cultural e histórico.

Participar en el uso, usufructo, administración y conservación de los recursos naturales renovables. 

Ser consultados sobre planes y programas de prospección y explotación de recursos no renovables.

Participar en los beneficios que esos proyectos reporten. Conservar y promover sus prácticas de manejo de la biodiversidad y de su entorno natural. 

A la propiedad intelectual colectiva de sus conocimientos ancestrales; a su valoración, uso y desarrollo. 

Mantener, desarrollar y administrar su patrimonio cultural e histórico. 

Formular prioridades en planes y proyectos para el desarrollo (art. 84, 1-13).

( Protección del derecho de la población a vivir en un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado (art. 86).

( Estado garantiza la preservación del medio ambiente, la conservación de los ecosistemas, la biodiversidad y la integridad del patrimonio genético del país (art. 86, 1).

( Prevención de la contaminación ambiental, la recuperación de los espacios naturales degradados, el manejo sustentable de los recursos naturales (art. 86, 2). 

( El establecimiento de un sistema nacional de áreas naturales protegidas para conservación de la biodiversidad (art. 86, 3).

( Toda decisión estatal que pueda afectar al medio ambiente, deberá contar previamente con los criterios de la comunidad, para lo cual ésta será debidamente informada (art. 88).

( En las provincias de la región amazónica, el Estado pondrá especial atención para su desarrollo sustentable y preservación ecológica, a fin de mantener la biodiversidad (art. 240).

( Son de propiedad inalienable e imprescriptible del Estado los recursos naturales no renovables y, en general, los productos del subsuelo, los minerales y sustancias cuya naturaleza sea distinta de la del suelo (art. 247).

( El Estado tiene derecho soberano sobre la diversidad biológica, reservas naturales, áreas protegidas y parques nacionales. Su conservación y utilización sostenible se hará con participación de las poblaciones involucradas (art. 248).

( Habrá circunscripciones territoriales indígenas y afroecuatorianas que serán establecid as por la ley (art. 228, 241).


	( El aprovechamiento de los recursos naturales en los hábitats indígenas por parte del Estado se hará sin lesionar la integridad cultural, social y económica y está sujeto a previa información y consulta a las comunidades indígenas respectivas. Los beneficios de este aprovechamiento por parte de los pueblos indígenas están sujetos a la Constitución y a la ley (art. 120).

( Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y promover sus propias prácticas económicas basadas en la reciprocidad, la solidaridad y el intercambio; sus actividades productivas tradicionales, su participación en la economía nacional y a definir sus prioridades (art. 123).

(Se garantiza y protege la propiedad intelectual colectiva de los conocimientos, tecnologías e innovaciones de los pueblos indígenas. Toda actividad relacionada con los recursos genéticos y los conocimientos asociados a los mismos perseguirán beneficios colectivos (art. 124).

( Los pueblos indígenas tienen derecho a la participación política (art 125).

( Es de la competencia del Poder Público Nacional la legislación de expropiación por causa de utilidad pública o social; la de pueblos indígenas y territorios ocupados por ellos (art. 156).

( En cada Estado se creará un Consejo de Planificación y Coordinación de Políticas Públicas, presidido por el Gobernador o Gobernadora e integrado por ... las comunidades organizadas, incluyendo las indígenas donde las hubiere (art 166).

( La organización de los Municipios y demás entidades locales se regirá por la Constitución, por las normas que para desarrollar los principios constitucionales establezcan las leyes orgánicas nacionales, y por las disposiciones legales que en conformidad con aquellas dicten los Estados (art. 169).

( La legislación establecerá diferentes regímenes para su organización, gobierno y administración, incluso en lo que respecta a la determinación de sus competencias y recursos, atendiendo a las condiciones de población, desarrollo económico, capacidad para generar ingresos fiscales propios, situación geográfica, elementos históricos y culturales y otros factores relevantes. En particular, dicha legislación establecerá las opciones para la organización del régimen de gobierno y administración local que corresponderá a los Municipios con población indígena (art. 169).



	Prohibición de traslado
	( Está prohibido el traslado de los grupos indígenas de sus tierras, salvo "ad referendum" del Congreso Nacional, en caso de catástrofe o epidemia garantizándose, en cualquier hipótesis, el retorno inmediato después que cese el peligro (art. 231, 5).


	( La explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas se hará sin desmedro de su integridad cultural, social y económica de las comunidades indígenas (art. 330, parágrafo).
	( El estado reconoce y garantiza los derechos colectivos de no ser desplazados, como pueblos, de sus tierras (art. 84, 8).
	( Corresponderá al Ejecutivo Nacional, con la participación de los pueblos indígenas, demarcar y garantizar el derecho a la propiedad colectiva de sus tierras, las cuales serán inalienables, imprescriptibles, inembargables e intransferibles de acuerdo con lo establecido en esta Constitución y la ley (art. 119).

( Sólo por causa de utilidad pública o interés social, mediante sentencia firme y pago oportuno de justa indemnización, podrá ser declarada la expropiación de cualquier clase de bienes (art. 115).

( Es de la competencia del Poder Público Nacional... la de expropiación por causa de utilidad pública o social (art. 156, 32).



	Ampliación de superficie territorial
	( Es competencia de la Unión expropiar por interés social, para fines de reforma agraria, el inmueble rural que no está cumpliendo su función social (Art. 184). 


	( El Estado promoverá, de acuerdo con la ley, el acceso a la propiedad. (art. 60).

( Deber del Estado promover el acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios, en forma individual o asociativa (art. 64).
	( Mantener posesión ancestral de tierras comunitarias y obtener adjudicación gratuita (art. 84, 3).

( El Estado toma medidas para erradicar la pobreza rural, garantizando a través de medidas redistributivas, el acceso de los pobres a los recursos productivos (art. 267).

( La pequeña propiedad agraria, así como la microempresa agropecuaria, gozan de especial protección del Estado (art. 269).


	( Los campesinos o campesinas y demás productores o productoras agropecuarios tienen derecho a la propiedad de la tierra, en los casos y formas especificados por la ley respectiva. El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y particulares de propiedad para garantizar la producción agrícola (art. 307).




Cuadro 5: La perduración de la Conquista en la conciencia de los pueblos indígena

	Indígenas enjuiciarán a Colón

Reuters, Tegucigalpa, 4 de julio.- El conquistador Cristóbal Colón y España, que financió su expedición a América, serán juzgados en Honduras bajo cargos de asesinato, saqueo y robo, anunció este sábado el dirigente lenca Salvador Zúñiga. En el juicio que se iniciará el 20 de julio en el poblado indígena de las Aguilas, 140 kilómetros al noroeste de la capital hondureña, se prevé que Colón será condenado a muerte y España a pagar por el saqueo a la riqueza precolombina.

"En este proceso -explicó Zúñiga- se prevé la participación de una corte suprema de indígenas de toda América. Añadió que el juicio se extenderá hasta el 12 de octubre, cuando se emitirá la sentencia y destacó que "Colón va a simbolizar en este proceso a todos los conquistadores de América como Francisco Pizarra, Pedro de Alvarado y Hernán Cortés", entre otros. El juicio es auspiciado por el Comité de Organizaciones Populares e Indígenas que aglutina a la etnia lenca, descendientes de los mayas, respaldado por las restantes seis comunidades indígenas de Honduras: El tribunal de primera instancia que juzgará a Colón lo integrarán indígenas de las etnias chortís, lencas, tawhakas, garífunas, pech, misquitos y tolupanes.

Fuente: La Jornada, 5 de julio 1998.


Cuadro 6: El descalabro de la población indígena en el Brasil —leve recuperación
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�.	 Esta exposición anticipa algunos avances preliminares para la segunda edición de Pueblos Indígenas y derechos constitucionales en América Latina: un panorama, México Indigenista Interamericano, 2000. La elaboración de este ensayo en un tiempo muy apretado no hubiera sido posible sin el apoyo moral e intelectual de Caty Luz Zárate, Osvaldo Kreimer y Jorge Luis Vacaflor.


�.	Mita: Trabajo comunitario forzado.


�.	Enajenación es un acto jurídico por el cual se transmite a otra persona una propiedad; inajenable (coloquialmente también: “inenajenable”), por lo tanto, significa, la prohibición de vender una propiedad; alienable equivale a enajenable (y el substantivo alienación es igual a enajenación). La prescripción es la consolidación de una situación jurídica por efecto del transcurso del tiempo. La Constitución brasileña estipula, por ejemplo, que “los derechos sobre ellas [las tierras son] imprescriptibles” (art. 231, 4°). Esto significa que los derechos de los indígenas no pueden perder su validez por situaciones jurídicas de facto. La prescripción adquisitiva, en este contexto, se aplica a bienes (muebles o inmuebles). Es, por ejemplo, el modo de adquirir el dominio de una propiedad poseyéndola durante un lapso de tiempo (usucapión). El embargo es el apoderamiento de los bienes del deudor para satisfacer la obligación a favor del acreedor. Transferir es transmitir el dominio o el derecho sobre algo, por lo que se asemeja a enajenar. 


�.	Transcribo a continuación las citas completas, tomadas de Barié, 2000: 186: “Podemos valorar a la nueva Constitución del Brasil señalando que ella está orientada en el tema indígena hacia el respecto de la identidad de esas comunidades, en vez de la orientación integracionista que lucía la Constitución anterior” (Humberto Quiroga Lavié). “La población indígena ha solido estar de antemano extrañada, sin práctica de voto individual, cuando no excluida, sin derecho de sufragio sin más. Detrás de las constituciones hoy más comprometidas al respecto, como la de Brasil o la de Colombia ya indicadas, hay participación o presencia colectiva indígena” (Bartolomé Clavero). “Zukunftsweisend für die Gesetzgebung ist die Verfassung von 1988 mit ihrem Indio-Kapitel” (Heinz Schlüter). “A pesar de los forcejeos políticos durante el debate legislativo, en la nueva Constitución quedaron asentadas conquistas fundamentales para los pueblos indios, que significan un gran avance respecto a las anteriores legislaciones...” (Teresa Sierra). “Con esta innovación constitucional el Brasil ha revertido —cuando menos jurídicamente— una historia de despojos de tierras indígenas que se había agudizado en décadas recientes” (Rodolfo Stavenhagen). “A pesar de las limitaciones que aun pueden señalarse a propósito del nuevo marco constitucional, éste contiene sin duda un gran avance relativo que abre nuevas perspectivas para las etnias brasileñas” (Héctor Díaz Polanco). “Lo que está escrito en la Constitución es la propuesta del movimiento indígena y no de la Iglesia… Creo que nosotros conseguimos limitar la participación de las entidades de apoyo al analizar... y al formar una propuesta técnicamente representativa de los intereses de los pueblos indígenas” (Palabras del presidente de la Unión de Naciones Indígenas, Ailton Krenak). “La juridicidad renovada de la Constitución de Brasil, está actuando como vanguardia, por delante de las políticas y estrategias de desarrollo y con gran sentido preventivo, que pone en manos del Congreso de la Unión la supervisión de las políticas en la región, así como con relación a los intereses de los pobladores nativos. Brasil tiene ahora una estrategia nacional de prevención y desarrollo de su Amazonia que puede servir de guía para otros países que comparten la región” (Roberto Jordán Pando).


�.	Este recuadro resume diferentes aspectos de territorialidad a escala del derecho internacional. Es un intento de sistematización y no pretende ser abarcador —lo mismo vale para el cuadro comparativo de las constituciones. Se agradece cualquier sugerencia. Para consultar los textos completos en Internet: El Convenio 169 se encuentra en la página de la Organización Internacional de Trabajo: http://ilolex.ilo.ch:1567/cgi-lex/convds.pl?C169; el Proyecto de Declaración sobre los Derechos de las Poblaciones Indígenas en www.puebloindio.org/ONU_Docs/declrspa.html ; el Proyecto de Declaración Americana de los Derechos de los Pueblos Indígenas en Comisión Interamericana de Derechos Humanos http://www.cidh.oas.org/Indigenas/Indigenas.sp.01/texto.htm.


�.	Los textos completos de las constituciones se encuentran en la base de datos de la Universidad de Georgetown: http://www.georgetown.edu/pdba/Constitutions/constudies.html.


�.	Datos actualizados a partir de Barié, 2000: 163.
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